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RESUMEN  
EJECUTIVO
Este estudio, realizado con el apoyo de la IWA y el 
BID, explora la relación entre los reguladores de los 
servicios de agua potable y saneamiento (AP&S) 
de América Latina y el Caribe (ALC) y los dere-
chos humanos al agua y el saneamiento (DHAS)� 
Esto en el camino hacia el logro de los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS), buscando enten-
der hasta qué punto los DHAS están siendo incor-
porados en la regulación de los servicios de AP&S, 
e identificando las principales tendencias, algunas 
buenas prácticas y las oportunidades que ayu-
den a su total incorporación, evitando eventuales  
retrocesos.
 
Luego de la recopilación y el estudio de la litera-
tura sobre el tema y algunos casos ya relevados, 
se han diseñado dos instrumentos para la explo-
ración del estado de situación en la materia: una 
serie de entrevistas y una encuesta. Se procedió 
luego a entrevistar a representantes de cinco re-
guladores y un organismo multilateral, a la vez que 
se distribuyó la encuesta a 52 reguladores y sus 
asociaciones en 37 países de América Latina y del 
Caribe (ALC), obteniéndose 23 respuestas de 16 
países, que suman una población de 542 479 268 
habitantes, equivalentes al 85 % de la población 
total.

El resultado de la encuesta y las entrevistas reali-
zadas revelan que los marcos regulatorios (MR) de 
los servicios de AP&S, en América Latina y el ALC, 
incorporan muchos de los criterios de los DHAS 
y los principios de los demás derechos humanos, 
sin mencionarlos específicamente, sobre todo en 
lo que atañe a la calidad del agua potable y otros 
aspectos de la calidad del servicio como conti-
nuidad, aceptabilidad, asequibilidad, sostenibili-
dad, participación pública y rendición de cuentas.  

Los marcos regulatorios incluyen más criterios re-
feridos al agua potable que al saneamiento. Para 
este último, los criterios regulatorios están más li-
gados a las condiciones locales y dependen más 
de normativas de sanidad y ambientales. 

Muchos de los criterios de los DHAS no se encuen-
tran aún incorporados a los marcos regulatorios, 
en particular aquellos ligados a los servicios fuera 
de la red, como urbanizaciones informales y áreas 
rurales, donde los servicios son más precarios o 
incluso inexistentes. No incluyen normativas para 
servicios en lugares públicos abiertos, a las per-
sonas habitantes de calle. Por otra parte, la regu-
lación dentro de la red no incorpora los criterios 
ligados a las instalaciones internas, tanto de las vi-
viendas como de los edificios públicos, ni normas 
de higiene y lavado de manos, ni disposiciones so-
bre la privacidad, la dignidad y las cuestiones de 
género en el uso de los servicios sanitarios.

Todavía hay un enorme campo de oportunidades 
para la incorporación de todos los criterios de los 
DHAS y los principios del resto de los derechos 
humanos en los marcos regulatorios, con su men-
ción específica, lo que reforzaría la solidez de la 
normativa y contribuiría a una más pronta realiza-
ción progresiva de estos derechos. Se impone la 
revisión, caso por caso, de cuáles son los criterios 
aún no incorporados y cuáles son sus restriccio-
nes, para luego buscar la forma de explicitarlos 
en los marcos regulatorios o en la normativa com-
plementaria. Aparte del impacto directo sobre la 
calidad de los servicios que tendría la incorpora-
ción explícita de dichos principios y normas en los 
marcos regulatorios, el monitoreo de su aplica-
ción por las autoridades regulatorias tiene mucho 
potencial para generar información sustantiva, 
que será útil a los gobiernos nacionales para la 
preparación de los informes sobre la realización 
progresiva de los DHAS, que tienen que presen-
tar periódicamente al Consejo de las Naciones  
Unidas para los Derechos Humanos�
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ANTECEDENTES
El 28 de julio de 2010, la Asamblea General de la 
ONU adoptó la Resolución A/Res/64/292, reco-
nociendo los derechos humanos al agua y al sa-
neamiento (DHAS)1, que se sumó a los derechos 
humanos anteriormente reconocidos por el Comi-
té de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
ya ampliamente adoptados por la mayoría de los 
países del mundo. 

Votaron a favor de dicha resolución 122 países, 
que luego fueron adhiriendo sucesivamente en 
forma oficial a los DHAS, incorporándolos a sus 
constituciones políticas, sus legislaciones y sus 
jurisprudencias, obligándose a realizar sus mayo-
res esfuerzos para proveer progresivamente de 
servicios de agua potable y saneamiento seguros, 
con calidad, accesibles, dignos, aceptables y ase-
quibles para todos los habitantes que pueblan su 
territorio. 

La obligación de la implementación de los DHAS 
recae primariamente en los Estados y depende 
fuertemente de la legislación y los marcos regu-
latorios. Los reguladores, en cuanto autoridades 

1 ONU. Asamblea General A/64/L.63/Rev.1. (16 de julio de 2010). El derecho humano al agua y el saneamiento.
2 https://news.un.org/es/story/2015/09/1340191
3 https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/water-and-sanitation/

encargadas de implementar dichos marcos regu-
latorios, tienen un rol protagónico en la puesta en 
práctica de los DHAS.

Posteriormente, el 25 de septiembre de 2015, la 
Asamblea General de la ONU adoptó la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible, cuya estra-
tegia plantea 17 Objetivos (ODS) con 169 metas 
de carácter integrado e indivisible, que regirá los 
programas de desarrollo mundiales hasta el año 
2030.2 

El Objetivo Nº 6 establece el compromiso de “Ga-
rantizar la disponibilidad de agua y su gestión 
sostenible y el saneamiento para todos”, y se ar-
ticula en 8 metas, de las cuales las dos primeras 
son:

6.1 De aquí a 2030, lograr el acceso universal y 
equitativo al agua potable, a un precio asequible 
para todos.

6.2 De aquí a 2030, lograr el acceso a servicios de 
saneamiento e higiene adecuados y equitativos 
para todos y poner fin a la defecación al aire libre, 
prestando especial atención a las necesidades de 
las mujeres y las niñas y las personas en situacio-
nes de vulnerabilidad.3

https://news.un.org/es/story/2015/09/1340191
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/water-and-sanitation/
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OBJETIVO  
DEL ESTUDIO

METODOLOGÍA

Este estudio, realizado con el apoyo de la IWA y 
el BID, explora la relación entre los reguladores de 
los servicios de agua potable y saneamiento de 
América Latina y el Caribe y los derechos huma-
nos al agua y el saneamiento (DHAS), en el cami-
no hacia el logro de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) de la ONU, buscando entender  
hasta qué punto los DHAS están siendo incor-
porados a la regulación de los servicios de agua 
potable y saneamiento (AP&S), identificando las 
principales tendencias, algunas buenas prácticas y 
las oportunidades que ayuden a su total incorpo-
ración, evitando eventuales retrocesos.

Luego de la recopilación y estudio de la literatura 
sobre el tema y algunos casos ya relevados, se han 
diseñado dos instrumentos para la exploración 
del estado de situación en la materia: una serie 
de entrevistas y una encuesta. Se procedió lue-
go a entrevistar a representantes de cinco regu-
ladores y un organismo multilateral, a la vez que 
se distribuyó la encuesta a 52 reguladores y sus 
asociaciones, en 37 países de América Latina y el 
Caribe (ALC). 

Es importante señalar que la gran mayoría de los 
países de la región tiene administraciones políti-
cas unitarias y un solo regulador que abarca todo 
el país. Pero hay tres países que se caracterizan 
por tener una administración federal: Argentina, 
Brasil y México. En México aún no se ha desarro-
llado la regulación y las entidades prestadoras de  

servicios de agua potable y saneamiento (AP&S) 
se autorregulan; mientras, en Argentina los regu-
ladores son provinciales y se nuclean en la Asocia-
ción Federal de Entes Reguladores de Agua y Sa-
neamiento de la República Argentina (AFERAS). 
En Brasil, los reguladores son estaduales o muni-
cipales y se nuclean en la Asociação Brasileira de 
Agências Reguladoras (ABAR). En estos últimos 
dos casos se ha hecho llegar la encuesta tanto di-
rectamente a los reguladores como a través de sus 
respectivas asociaciones.

Del total de encuestas distribuidas se han obte-
nido 23 respuestas correspondientes a 16 países� 

FIGURA 1. 
Mapa de encuesta respondida en Latina 
América y el Caribe
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MARCO LEGAL
La obligación de los DHAS compete a los Estados 
firmantes de la Resolución A/Res/64/292 del 28 
de julio del 2010 de la Asamblea General de la 
ONU� Esta obligación se materializa en el sistema 
legislativo de cada país mediante las constitucio-
nes políticas, las leyes y/o la jurisprudencia. 

La inclusión en una constitución representa el 
compromiso más firme del país en implementar 
los DHAS y facilita su incorporación a la legisla-
ción menor, tanto en el orden nacional como en el 
orden regional (provincias o estados federados), 
local (municipios) y finalmente en la regulación de 
los servicios. 

La incorporación en la legislación genera obliga-
ciones en las partes involucradas y abre el espacio 
para el diseño de políticas que establezcan objeti-
vos y medios para la implementación de los DHAS. 

En la región de ALC, los DHAS han sido incorpora-
dos en la legislación a distintos niveles. Los países 
donde se han incorporado los DHAS en su Consti-
tución Política en forma explícita son Bolivia, Ecua-
dor, Honduras, México, Nicaragua y Uruguay. Otros 
países, como Argentina4, Brasil, Perú y Venezuela, 
los han reconocido indirectamente en su Consti-
tución, por ejemplo, al incorporar otros derechos 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (PIDESC) relacionados con el 
agua y el saneamiento, como el derecho a la salud, 
la vivienda, la alimentación y a una vida digna. En 
Costa Rica, El Salvador y Jamaica han sido incor-
porados mediante sentencias de la Corte Consti-
tucional y otros países los han ido incorporando 
a su legislación como Belice, Colombia, Guatema-
la, Paraguay y República Dominicana. En Chile y 
Panamá no se ha desarrollado aún legislación que 
reconozca los DHAS.5 

1  MARTINEZ PRECIADO, N.P. (2016). Derecho humano de acceso al agua potable. FARN: Informe ambiental anual. Disponible en: 
https://farn.org.ar/wp-content/uploads/2016/07/22Martinez-Preciado.pdf, P330.
2 OPS-ADERASA, 2019. Informe regional sobre los avances y desafíos en los países de América Latina hacia el cumplimiento del 
principio de asequibilidad en el marco del ODS 6: agua y saneamiento. En edición.

CUADRO 1. 
Los DHAS en la jurisprudencia 
Argentina

Si bien los DHAS han sido indirectamente re-
conocidos en Argentina a través de tratados 
internacionales sobre derechos humanos, un 
grupo de vecinos de un nuevo desarrollo ur-
bano en la Provincia de Santa Fe, alejado de 
los servicios, consiguió una orden judicial ba-
sada en los DHAS para que el prestador se 
hiciera cargo del servicio, sentando así juris-
prudencia en la materia.

El caso ocurrió en la ciudad de Rafaela, Pro-
vincia de Santa Fe, donde el servicio se en-
cuentra a cargo del prestador Aguas Santa-
fesinas S.A., una empresa cuyo capital social 
pertenece en un 51 % al Estado Provincial, 
un 39 % a los municipios dentro del área de 
prestación y un 10 % al personal de la em-
presa, y cuyo marco regulatorio la obliga a 
extender los servicios a toda la población en 
el área concesionada. El agua subterránea 
del área en discusión está fuertemente con-
taminada con arsénico. El secretario de Me-
dio Ambiente del municipio convino con el 
desarrollista del barrio que, si construía una 
planta de ósmosis inversa para potabilizar el 
agua subterránea, habilitaría el loteo y per-
mitiría que los nuevos ocupantes “acepten 
recibir los terrenos sin agua”, o sea, sin la ins-
talación de la red. Una vez ocupado el barrio, 
los vecinos hicieron una demanda legal con 
el objetivo de que les proveyeran del servi-
cio, basándose en que el marco regulatorio 
del servicio, sancionado por la Ley provincial 
Nº 11.220, no podía ser dejado de lado a favor 
de normas de menor rango, como era la dis-
posición municipal de habilitación del loteo 
“sin agua”. Como resultado de esta deman-
da, la sentencia del juez, haciendo hincapié 
en la resolución A/Res/64/292 del 28/7/2010 
de la Asamblea de las Naciones Unidas, que 
reconoce que “el derecho al agua potable y el 
saneamiento es un derecho humano esencial 
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CUADRO 1. (cont.) 
Los DHAS en la jurisprudencia 
Argentina

para el pleno disfrute de la vida y de todos 
los derechos humanos”, y en la Observación 
General Nº 15 del Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales de las Naciones 
Unidas [2002], que sostiene que el derecho 
humano al agua es indispensable para una 
vida humana digna, ordenó conectar a todo 
el nuevo barrio, alejado de las redes de in-
fraestructura, para el que no estaba previsto 
ni planificado que se hiciera la extensión de la 
red ni la prestación efectiva del servicio.

En algunos países hay otros organismos que tie-
nen a su cargo la supervisión de la aplicación de 
los DHAS. Podemos mencionar la Secretaría de 
Derechos Humanos en Honduras; organismos del 
sector de salud en Brasil y Panamá; autoridades 
del agua en Paraguay y en México a través de la 
Comisión Nacional del Agua (CONAGUA) a nivel 
nacional y las Comisiones Estatales de Agua y  
Saneamiento (CEAS).

LA  
REGULACIÓN  
Y LOS  
REGULADORES
La jerarquía legal, en orden descendente, parte de 
la Constitución como el mayor compromiso del 
Estado en la aplicación de los DHAS; luego, le si-
gue la legislación, la jurisprudencia y, como último 
peldaño en la escala legal –aunque el más cercano 
a la realidad concreta–, encontramos la regulación. 
En efecto, es la regulación de los servicios la que 
se encarga de materializar, en última instancia, los 
DHAS en la vida cotidiana de la población.

Al analizar las formas que ha tomado la regulación 
de los servicios públicos de AP&S, el Relator Es-
pecial de las Naciones Unidas para los DHAS dis-
tingue entre la autorregulación, la regulación por 
contrato y la regulación por una agencia indepen-
diente.

La autorregulación tiene desafíos significativos en 
lo que respecta a los derechos humanos, en térmi-
nos de garantizar un monitoreo independiente y 
mecanismos confiables de rendición de cuentas. 
Los principios regulatorios de imparcialidad, ren-
dición de cuentas, transparencia y buena gober-
nanza pueden estar comprometidos cuando no 
existe separación entre la política, la regulación y 
la provisión del servicio.

Cuando la regulación es por contrato, el Relator 
Especial señala que el contrato puede ser supervi-
sado por un regulador. En estos casos las normas 
del servicio y las tarifas acordadas entre las partes 
contratantes deben ser aprobadas por el regula-
dor. La intervención y la vigilancia del contrato por 
el regulador, si están encuadradas en el marco de 
los derechos humanos, pueden contribuir a la rea-
lización de los DHAS.

En las últimas dos décadas, la tendencia general 
en muchos países ha sido la de establecer una 
entidad pública que se espera que sea indepen-
diente de los prestadores, del gobierno y de la ad-
ministración, llamados entes reguladores indepen-
dientes. La necesidad de reguladores autónomos 
ha sido reforzada por la creencia de que política, 
regulación y provisión de los servicios deberían 
estar preferiblemente separados, de modo de ase-
gurar el máximo beneficio del conocimiento re-
querido y para proveer transparencia.6 

Una independiente y creíble regulación del agua y 
el saneamiento es vital para construir la confianza 
en la seguridad y confiabilidad de las provisiones.7 

Entre las condiciones para una regulación efecti-
va está la de asegurar un adecuado nivel de inde-
pendencia institucional, funcional y financiera de 
los entes reguladores; garantizar la estabilidad y 
la autonomía de los entes, incluyendo la libertad 

6 HELLER, L. (2017). Report of the Special Rapporteur on the human rights to safe drinking water and sanitation (on Regulation). 
ONU, Human Rights Council, A/HRC/36/45. Disponible en: < https://www.right-docs.org/doc/a-hrc-36-45/>.
7 IWA. (2004). The Bonn Charter for Safe Drinking Water. Disponible en : <www.iwahq.org.uk/template.cfm?name=bonn_charter>. 
P 12.



13Los Reguladores y la Implementación de los Derechos Humanos al Agua y al Saneamiento

de decisión dentro de sus marcos legales, sujetos 
a revisión judicial.8 

Sin embargo, el regulador debe actuar dentro de 
los márgenes del poder delegado por la legislatu-
ra, permaneciendo sujeto a las políticas nacionales 
de largo plazo.9 En otras palabras los reguladores 
deben asegurar la implementación de las políticas 
públicas definidas por el gobierno en los sectores 
regulados.10 

Como condición primaria de independencia del 
regulador tenemos el instrumento legal por el cual 
se crea la agencia reguladora: una ley confiere ma-
yor estabilidad porque no es tan fácilmente modi-
ficable como un decreto, pues necesita consenso 
parlamentario, mientras que un decreto puede fá-
cilmente ser sustituido por otro decreto al cambiar 
la autoridad del Ejecutivo. Así tenemos que, de los 
23 reguladores que han respondido la encuesta, 16 
han sido creados por una ley, 5 por un decreto y 2 
son prestadores autorregulados.
 
Otros factores fundamentales para la independen-
cia del regulador son quién nombra a su máxima 
autoridad y si este cuenta con autarquía econó-
mica. Cuanta mayor distancia del Poder Ejecutivo 

Una minoría de reguladores en la región cuenta 
con sus autoridades nombradas con intervención 
parlamentaria. En la muestra analizada, extrayen-
do los dos casos de autorregulación, solo 8 de 21 
tienen a sus autoridades designadas con interven-
ción del Poder Legislativo. 

Por otra parte, 11 de 21 se autofinancian; 7 de 21 
tienen un financiamiento mixto, es decir, que par-
te lo autogeneran y parte lo reciben del Estado. 
Además, 3 de 21 son totalmente financiados por 
el Estado.

8 IWA. (2015). The Lisbon Charter. Guiding the Public Policy and Regulation of Drinking Water Supply, Sanitation and Wastewater 
Management Services. Disponible en: < https://iwa-network.org/publications/the-lisbon-charter/>. Ppio. 7.4.
9 OECD (2014), The Governance of Regulators, OECD Best Practices Principles for Regulatory Policy. OECD Publishing, Paris.  
Disponible en: <https://doi.org/10.1787/9789264209015-en>. Pág. 46, principio 2.
10 Heller L. (2017). Op cit. Pág. 10, #39.

FIGURA 2. 
Tipo de instrumento legal por el cual 
se crea la agencia reguladora (en %)

CUADRO 2. 
Composición de la junta directiva de la 
CRA, Colombia

Por ejemplo, en Colombia la Comisión de 
Regulación de Agua Potable y Saneamiento 
Básico (CRA) está presidida por una junta di-
rectiva que originalmente se conformaba con 
cuatro expertos comisionados y tres miem-
bros como contraparte del Gobierno. Cuan-
do se creó la Comisión, las carteras de Medio 
Ambiente y Vivienda pertenecían al mismo 
ministerio. En el año 2010 se dividió el minis-
terio en dos: el Ministerio del Ambiente y el 
Ministerio de Vivienda. Los representantes 
del Gobierno pasaron a ser cuatro: el Ministe-
rio de Vivienda, el Ministerio del Ambiente, el 
Ministerio de Salud y Planeación Nacional. El 
presidente de la junta directiva es el ministro 
de Vivienda y, en caso de empate, él es quien 
desempata. La Unidad Administrativa de la 
CRA tiene su presupuesto y su propia agen-
da, que gestiona con total autonomía, propo-
niendo sus iniciativas a la Comisión, en la que, 
en caso de empate, prevalece el criterio del 
representante del Gobierno.

22%

9%

69%

Por ley; 16 Por Decreto; 5

Autoregulados; 2

y menor dependencia económica del presupuesto 
del Estado, mayor será su independencia. 
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La independencia del poder político de los regu-
ladores en la región de ALC varía según las cir-
cunstancias de cada país. No obstante, todos se 
esfuerzan en mantener la independencia técnica, 
fortaleciendo la capacitación de su personal en las 
tareas propias de la regulación. En algunos países 
los reguladores reciben apoyo de sus propias aso-
ciaciones, como AFERAS en Argentina y ABAR en 
Brasil, para la capacitación de sus agentes; mien-
tras que otros, como Ecuador y Uruguay, cuentan 
con apoyo del presupuesto nacional, o con fondos 
de organismos multilaterales en los casos de Hon-
duras, Perú y Uruguay.

FIGURA 3. 
Origen del financiamiento de la agencia 
reguladora (en %)

53%

14%

33%

Financiamiento propio; 11

Financiamiento mixto; 7

Financiamiento del Estado; 3

MARCO  
REGULATORIO
En los servicios públicos de AP&S regulados, son 
los marcos regulatorios los que dictan las normas 
sobre las condiciones en que deben ser prestados 
a la población, mediante requerimientos científi-
cos, técnicos y sociales como la calidad del AP y 
las AR; la continuidad; la gestión de los activos, 
mediante los Planes de Mantenimiento y Expan-
sión de los Servicios (PMES); la determinación de 
las tarifas; la participación de los usuarios y otras 

partes interesadas; la transparencia y la disponibi-
lidad de información; la rendición de cuentas y la 
sostenibilidad económica, social y medioambien-
tal de los sistemas.
 
Los MR deben establecer las normas de prestación 
de los servicios vinculados específicamente a los 
DHAS, de modo que sean accesibles, disponibles, 
con calidad y seguridad; aceptables, con privaci-
dad y dignidad; y asequibles para todos. Además, 
tienen que incluir los principios generales que 
atraviesan a todos los derechos humanos, que son: 
equidad y no discriminación; sostenibilidad eco-
nómica, social y medioambiental; participación 
pública y acceso a la información y una adecuada 
rendición de cuentas. 

Muchos de estos principios ya se encuentran in-
corporados en los MR existentes en la región, aun-
que no se mencionen específicamente los DHAS. 
La redefinición de las normas en el marco de los 
DHAS les dará una mayor fuerza y relevancia, faci-
litando su realización progresiva. Los reguladores 
son los encargados de implementar estas normas, 
de modo que, en forma progresiva, se reconozcan 
y se respeten los DHAS en toda su integralidad.

A continuación, se repasarán conceptualmente es-
tos criterios de los DHAS, siguiendo la senda tra-
zada por el Relator Especial,11 para luego hacerlo 
con los principios transversales de todos los de-
rechos humanos, con el objetivo de ver hasta qué 
punto están siendo incorporados en las prácticas 
regulatorias en ALC. Para cada criterio, primero se 
hará una introducción conceptual desde el punto 
de vista de los DHAS, y luego se describirá cuál es 
la realidad que surge de la encuesta y las entrevis-
tas realizadas.

11 HELLER L. (2017). Op cit. P 11, #43 y siguientes.
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CRITERIOS Y NORMAS ESPECÍFICOS PARA 
LA REALIZACIÓN PROGRESIVA DE LOS 
DHAS

1. Accesibilidad física: los servicios de AP y AR, 
prestados mediante redes domiciliarias, deben 
ser accesibles dentro de la propiedad o bien en 
su inmediata vecindad, con un acceso seguro 
de día y de noche. Ante la inexistencia de redes 
domiciliarias, los servicios podrán ser librados 
por prestadores informales con tecnologías 
alternativas. El servicio de AR debe tener un 
acceso privado y no compartido con otras 
propiedades. La cuestión de género está estre-
chamente ligada a las condiciones de accesi- 
bilidad, aceptabilidad y seguridad de los ser-
vicios, particularmente los sanitarios. Se debe 
facilitar el acceso de las personas con disca-
pacidad, adultos mayores, mujeres embaraza-
das, personas enfermas y personas con necesi-
dades especiales. La normativa debe asegurar  
el acceso seguro a los servicios en edificios  

comunitarios como escuelas, hospitales, cárce-
les, etc., y en situaciones fuera del hogar en 
general. 

En todos los casos consultados el proveedor 
es responsable de la red y de la conexión do-
miciliaria, tanto para AP como para las AR, 
hasta el límite de la propiedad. El usuario es 
responsable de la instalación interna del do-
micilio. En caso de que aún no se hayan de-
sarrollado las redes, algunas normas prevén 
la colocación de canillas o llaves públicas, 
también llamados hidrantes comunitarios, a 
una distancia de hasta 500 m de la propie-
dad. Cuando estos no son posibles, el acceso 
se resuelve con camiones o carros cisterna. 
 
El ejercicio anual de benchmarking de ADE-
RASA mide la cobertura de AP por co-
nexión domiciliaria en los servicios re-
gulados por sus asociados. Por ejemplo, 
para el año 2018 se obtuvo este gráfico: 

FIGURA 4. 
Encuesta de ADERASA (2018): cobertura de agua potable por conexión domiciliaria
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El promedio de cobertura de los servicios de AP 
por conexión domiciliaria se ubicó en un 93,26 %. 
 
En 7 de los 23 casos estudiados, el regulador 
cuenta con la normativa para regular los ser-
vicios en asentamientos informales, prestados 
con canillas públicas o camiones cisterna. El 
resto no regula este tipo de servicios, limitán-
dose a los servicios por red. Por ejemplo, en 
Paraguay los servicios para poblaciones de 
menos de 10 000 habitantes están a cargo 
del Ministerio de la Vivienda y del Servicio Na-
cional de Saneamiento Ambiental (SENASA). 
 
Para la cobertura de los servicios de AR, la me-
dición de ADERASA para el año 2018 del acceso 
por red permitió construir el siguiente gráfico: 
 
La muestra alcanzó un promedio del 77,86%. 

La normativa que establece condiciones para 
el acceso a los servicios sanitarios dentro de 
las viviendas y en los edificios de uso comu-
nitario, en la mayoría de los casos no está a 
cargo del regulador, sino de los municipios o 
de otras autoridades, como por ejemplo el Mi-
nisterio de la Vivienda en Colombia. Solo en 
dos casos de Argentina el regulador tiene res-
ponsabilidades en las instalaciones internas 
de los domicilios, uno directamente (ERAS) 
y otro a través del prestador (ENRESP). 
 
Las condiciones de accesibilidad a los servi-
cios sanitarios para personas con discapaci-
dad, adultos mayores, mujeres embarazadas, 
personas enfermas y personas con necesi-
dades especiales tampoco son responsabi-
lidad de los reguladores, sino de otros orga-
nismos del Estado, como por ejemplo el ya  

FIGURA 5. 
Encuesta de ADERASA (2018): cobertura de alcantarillado sanitario por conexión 
domiciliaria�
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mencionado Ministerio de la Vivienda en Co-
lombia; el Instituto Nacional de la Infraestruc-
tura Física Educativa (INIFED) de la Secreta-
ría de Educación Pública (SEP) en México; o 
del Ministerio de Desarrollo Social en Panamá. 
 
Los MR en general consideran que los sanita-
rios están dentro de las viviendas y no prevén la 
alternativa de que se sitúen fuera de la vivien-
da, salvo en El Salvador, donde se admite la so-
lución de letrinas fuera de la vivienda, también 
admitidas en Perú para los servicios rurales. 
 
En ningún caso los MR establecen disposiciones 
particulares para atender las cuestiones de gé-
nero ligadas a los servicios sanitarios y de higie-
ne y en situaciones fuera del hogar en general. 

2. Disponibilidad: las normas deben asegurar la 
disponibilidad de un mínimo de AP confiable y 
segura: según las recomendaciones de la OMS 
20 lt/hab/día es el mínimo indispensable en 
caso de escasez; 50 lt/hab/día sería un nivel 
de provisión intermedio, con un bajo nivel de 
riesgo para la salud (siempre que se controle 
rigurosamente la ausencia de contaminación); 
y 100 lt/hab/día sería un nivel óptimo de pro-
visión, con un muy bajo nivel de riesgo para 
la salud.12 En casos de necesidades especia-
les se deberá proveer una cantidad adecuada. 
 
En el caso de servicios continuos por red, de-
berán ser prestados sin interrupciones sig-
nificativas que perjudiquen a los usuarios 
o comprometan la calidad del AP o el me-
dioambiente en caso de desbordes de AR. 
 
De los 23 casos analizados, solo 6 establecen 
un mínimo de suministro de AP, que van de los 
5 lt/hab/día (ENRESS, Argentina);13 50 lt/hab/
día en Bolivia, Jamaica y México, hasta 100 lt/
hab/día en Panamá. En Colombia la CRA ha 
establecido mínimos de entre 11 y 16 m3/mes 
por suscriptor facturado,14 dependiendo de la 

12 HOWARD, G. and BARTRAM, J. (2003). Domestic Water Quantity, Service Level and Health. WHO, WHO/SDE/WSH/03.02. Table 
S1: Summary of requirement for water service level to promote health.
13 La obligación del prestador de entregar en forma gratuita 5 lt/hab/día para uso personal y con carácter de dotación suplemen-
taria, corresponde a los servicios donde el agua suministrada por la red no cumple los estándares de calidad, particularmente por 
contaminantes químicos (Arsénico, Nitratos, Flúor, Hierro, Manganeso, etc.) y que pueden comprometer la salud de la población.
14 Resolución CRA 750 de 2016, por la cual se modifica el rango de consumo básico, estableciendo diferentes cantidades mínimas 
de agua potable a proveer según la altitud (sobre el nivel del mar) a la que se encuentra el municipio. 

altura sobre el nivel del mar del municipio; in-
dependientemente de esta regulación, algunos 
prestadores han establecido otras cantidades 
a las que han llamado “mínimo vital”. Los 17 
reguladores restantes no tienen una norma 
que establezca un mínimo de AP a proveer. 

CUADRO 3. 
Mínimo de agua en Panamá

En Panamá, tanto en las urbanizaciones in-
formales como en zonas con prestación defi-
ciente del servicio de AP, el prestador le debe 
suministrar agua a los usuarios mediante ca-
rros cisterna. Para tales efectos, el regulador 
ha implementado las recomendaciones de la 
OMS relativas a la cantidad mínima de agua 
de 100 lt/hab/día.

Una medida indirecta de la disponibilidad po-
dría ser la producción de agua potable por 
unidad de uso o cuenta. La muestra medi-
da por ADERASA para el año 2018 arrojó un 
promedio de 1.170 lt/cuenta/día que, consi- 
derando una pérdida promedio del 40,29 % 
y 4 habitantes por unidad de uso, indicarían 
una disponibilidad promedio de 175 lt/hab/día.  
 
Este es el gráfico de producción construi-
do con los datos del año 2018 recogidos por 
ADERASA (ver Figura 6):
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FIGURA 6. 
Encuesta de ADERASA (2018): producción diaria de agua potable por cuenta (en m3)
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En cuanto a la continuidad, todos los regula-
dores analizados tienen una normativa para el 
tratamiento de las interrupciones de servicio 
que establece un régimen de aviso a las autori-
dades y a la población, cuando son programa-
das, y la obligación de un servicio alternativo 
en caso de interrupciones prolongadas.

La mayoría de los reguladores (17 de 23) cuen-
tan con una normativa sobre cómo se deben 
tratar los casos de interrupción de servicio 
de recolección de AR con desbordes en la vía  
pública.

3. Calidad y seguridad: la regulación debe prever 
que el AP sea segura para la salud humana, li-
bre de microorganismos patógenos, sustancias 
químicas dañinas y de riesgos radiológicos. Se 
sugiere la aplicación de las directivas de la OMS 
para el AP, adaptadas a las circunstancias lo-
cales, y la aplicación de los Planes de Seguridad 
del Agua (PSA)15  de la OMS. Se debe advertir a la 
población cuando el AP no es segura y proveer 
las alertas y las medidas precautorias del caso. 

Los servicios sanitarios deben prevenir el con-
tacto de humanos, animales e insectos con los 
desechos y deben proveer facilidades para el 
lavado de manos y partes del cuerpo afecta-
das, así como la disposición higiénica de los 
productos de higiene personal. Es de apli-
cación la Planificación de la Seguridad del  

15 BARTRAM, J. et al. (2009). Water safety plan manual: step-by-step risk management for drinking-water suppliers. WHO.  
Geneva.
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Saneamiento (PSS)16 de la OMS. La normativa 
debe tener en cuenta en las necesidades pro-
pias de la higiene menstrual de niñas y mujeres.

En todos los casos se cuenta con una norma-
tiva local para la calidad del AP, la mayoría de 
las cuales (22 de 23) están basadas en las re-
comendaciones de la OMS.
 
La medición anual de la calidad del agua po-
table distribuida de una muestra de presta-
dores regulados por sus asociados arrojó un 
promedio de 89,04 % de análisis realizados 
conforme a norma, según muestra el siguiente 
gráfico:

FIGURA 7. 
Encuesta de ADERASA (2018): calidad del agua potable distribuida
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16 OMS (2016), Planificación de la seguridad del saneamiento: manual para el luso y la disposición seguros de aguas residuales, 
aguas grises y excretas. Francia.

No siempre es el regulador quien tiene a su car-
go la vigilancia de la calidad del AP suministra-
da. En la mitad de los casos la primera respon-
sabilidad es del prestador, supervisado por el 
regulador que realiza controles de verificación; 
mientras que en la otra mitad es la Autoridad 
de Salud quien tiene a su cargo la vigilancia de 
la calidad del AP y de realizar la verificación de 
los controles rutinarios del prestador.

En caso de fallas en la calidad del AP entre-
gada, en 22 de 23 casos los prestadores están 
obligados a informar al regulador, a la Auto-
ridad de Salud y a la población, indicando las 
medidas que se tomarán para resolver el caso. 
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Los Planes de Seguridad de Agua (PSA) de la 
OMS se aplican en 9 de 23 casos; están en eta-
pa de implementación en 3 de 23 casos y no se 
aplican en los restantes 11 de 23 casos.

La normativa respecto a las condiciones mí-
nimas de higiene, como el lavado de manos, 
la higiene femenina, de personas enfermas y 
de personas con discapacidad no está incluida 
en los marcos regulatorios vigentes y general-
mente está a cargo de las autoridades de salud 
o de otras instituciones.

En 6 de los casos analizados no se cuenta con 
una normativa en cuanto al aislamiento y tra-
tamiento de los desechos humanos en las ins-
talaciones sanitarias. En 3 casos hay normativa 
y está controlada por el regulador, y en los 14 
casos restantes está a cargo de la Autoridad 
de Salud, de la Autoridad de Medioambiente o 
bien de la Autoridad Comunal.

En 3 casos la normativa que establece los va-
lores máximos aceptables en el manejo, el tra-
tamiento y la disposición de las AR, sean estas 
transportadas por redes o mediante servicios 
alternativos, está a cargo del regulador; mien-
tras que en los casos restantes está a cargo 
de otras autoridades, sean las de salud, del 
medioambiente o las autoridades locales.

Solo en 3 casos se aplica la Planificación de la 
Seguridad del Saneamiento (PSS) de la OMS. 

La medición anual de una muestra de presta-
dores regulados realizada por ADERASA, de 
la calidad de las aguas residuales tratadas de-
vueltas al medio ambiente, alcanza una media 
del 63,91 %, como se aprecia en el siguiente 
gráfico:

La normativa sobre la disposición especial de 
desechos patógenos no está incluida en la  

FIGURA 8. 
Encuesta de ADERASA (2018): calidad de las aguas residuales tratadas
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regulación y depende de otras autoridades 
como las de salud o medioambiente.

4. Aceptabilidad, privacidad y dignidad: el AP 
debe ser aceptable en color, olor y sabor, de 
acuerdo con la cultura local. Para las AR, la 
regulación debe prever que los sanitarios sean 
construidos de modo de proteger la privacidad 
y la dignidad, permitiendo prácticas higiénicas 
específicas de cada cultura.

El color, el sabor y el olor del AP, también llama-
dos parámetros organolépticos, forman parte 
del set de parámetros de calidad y, como tales, 
tienen el mismo control que aquellos. Normal-
mente el propio prestador hace sus controles 
y en la mayoría de los casos (14 de 23) el re-
gulador los fiscaliza, mientras que en los casos 
restantes la fiscalización queda en manos del 
Ministerio de Salud o incluso de las autorida-
des locales. Estos parámetros, por ser los que 
los usuarios perciben sensorialmente, son de 
rápida detección y causan la mayoría de los 
reclamos por calidad, permitiendo la rápida 
intervención del prestador para restablecer la 
normalidad del servicio.

La normativa relacionada con la protección de 
la privacidad en los sanitarios, que fija las con-
diciones mínimas higiénicas para servicios sa-
nitarios públicos, no forma parte de las normas 
regulatorias, quedando a cargo del Ministerio 
de Salud, las autoridades locales o de otros  
organismos.
 

5. Asequibilidad: la normativa debe prever que 
todos puedan gozar de los servicios de AP&S, 
sin que las tarifas comprometan la realización 
de los DHAS, ofreciendo soluciones adecuadas 
para los grupos más vulnerables. El regulador 
debe diseñar subsidios entre tipos de usuarios 
y tarifas sociales u otros instrumentos finan-
cieros, fiscales o de transacción. Los cargos de 
conexión a los servicios no deben impedir el 
acceso. La regulación debe prever también el 
proceso para la limitación de los servicios por 
incapacidad de pago de los hogares a un míni-
mo que permita un servicio básico.

Debemos distinguir entre los subsidios al pres-
tador y los subsidios directos al usuario. Los 
subsidios al prestador se refieren al aporte es-
tatal para cubrir los costos de renovación y ex-
pansión de la infraestructura (CAPEX) y/o los 
costos operativos (OPEX) de la prestación de 
los servicios.17

Algunos prestadores no alcanzan a cubrir sus 
costos operativos (OPEX) con la facturación, 
debiendo ser asistidos con fuentes externas. 
Los datos del ejercicio de benchmarking de 
ADERASA del año 2018 permiten elaborar 
el siguiente gráfico, donde se muestra esta  
situación (ver Figura 9)�
 
Los subsidios directos al usuario están referi-
dos a la ayuda para el pago parcial o total de 
las facturas de servicio que reciben los usua-
rios de menores recursos. Pueden ser con 
aporte externo de fondos o bien pueden re-
solverse dentro del esquema tarifario, cuando 
se compensan las tarifas subsidiadas de algu-
nos usuarios con sobrecargos en las tarifas de 
otros, también llamados subsidios cruzados.17 
También es un subsidio cuando el Estado le 
paga al prestador para atender a las urbaniza-
ciones irregulares, con base en macromedido-
res comunitarios.

Del conjunto de reguladores analizado, solo en 
tres casos no hay subsidios directos a los usua-
rios. En la mayoría de los restantes hay subsi-
dios por categoría de usuarios y por consumo. 
Es frecuente que los usuarios no residenciales 
paguen un costo unitario mayor que los usua-
rios residenciales. Por otra parte, en los regí-
menes no medidos hay subsidios cruzados 
cuando zonas de mayor desarrollo subsidian a 
las zonas más pobres, mediante un coeficiente 
de zonificación, o también cuando las propie-
dades de mayor valor subsidian a las de menor 
valor, mediante un coeficiente de calidad de la 
edificación. En regímenes medidos, el subsidio 
se materializa con escalas crecientes de con-
sumo, donde el precio unitario crece a medida 
que crece el consumo. En algunos casos se ga-
rantiza un consumo básico a una tarifa mínima, 

17 Foster, V., A. Gómez-Lobo, and J. Halpern, “Designing Direct Subsidies for the Poor – A Water and Sanitation Case Study.” Note 
no. 211 in Public Policy for the Private Sector. Washington, D.C.: World Bank Group, June 2000. Pág. 1. Introducción.
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por ejemplo, de 9 a 14 m3, según la cantidad de 
habitantes de la propiedad en el EPRAC de Mi-
siones, Argentina; 15 m3 en el ARESEP de Cos-
ta Rica; y 10 m3 en ADASA del Distrito Federal 
y en otros estados en Brasil.18

FIGURA 9. 
Encuesta de ADERASA (2018): coeficiente de cobertura de costos operativos totales
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18 ADERASA, (2009). Las tarifas de agua potable y alcantarillado en américa latina. Grupo de trabajo de Tarifas y Susidios. P75-79.

Otra forma de subsidio es la denominada “ta-
rifa social”. De los 23 casos analizados, 7 no 
cuentan con este tipo de asistencia. Se trata 
de un subsidio focalizado por familia y tiene 
carácter de temporario, pues normalmente el 
subsidiado debe recalificarse luego de un cier-
to período, generalmente de un año. Consta de 
una bonificación sobre la tarifa regular de un 
porcentaje que puede ir del 20 % al 80 % y, en 
casos especiales de discapacidad o indigencia, 
puede cubrir hasta el 100 %. En regímenes me-
didos se subsidia generalmente un consumo 

mínimo, que oscila entre los 10 m3 y los 35 m3 
mensuales, según la cantidad de integrantes 
de la familia. La parte subsidiada de la tarifa 
puede ser cubierta por el resto de los usuarios 
o bien por el Estado u otra fuente externa. 
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CUADRO 4. 
Subsidio por Estratificación Social 
en Colombia

El caso de Colombia es particular pues se 
basa en la estratificación social de la pobla-
ción, hecha por el Departamento Adminis-
trativo Nacional de Estadística (DANE), en el 
que los inmuebles residenciales se clasifican 
en 6 estratos, donde el estrato 1 es el más 
bajo y el 6 el más alto. El subsidio consiste en 
un “factor de aporte solidario” que se aplica a 
los estratos 5 y 6, destinado a subsidiar parte 
de la tarifa de los estratos 1, 2 y 3. El estrato 4 
paga la tarifa regular.
 
Así tenemos que, de acuerdo con el artículo 
125 de la Ley 1450 de 2011, para los servicios 
públicos de AP&S, los subsidios en ningún 
caso pueden ser superiores al setenta por 
ciento (70 %) para el estrato 1, cuarenta por 
ciento (40 %) para el estrato 2, y quince por 
ciento (15 %) para el estrato 3.

Adicionalmente, los factores de aporte so-
lidario o contribución son como mínimo los 
siguientes: cincuenta por ciento (50 %) para 
el estrato 5 y sesenta por ciento (60 %) para 
el estrato 6. Adicionalmente, para inmuebles 
no residenciales se señala que los inmuebles 
clasificados en uso comercial deben pagar 
una contribución del cincuenta por ciento 
(50 %), y aquellos clasificados en uso indus-
trial deben pagar una contribución del treinta 
por ciento (30 %). El Art. 2 de la Ley 632 de 
2000 establece que estos factores se ajusta-
rá al porcentaje necesario para asegurar que 
el monto de las contribuciones sea suficiente 
para cubrir los subsidios que se apliquen y se 
mantenga el equilibrio. Las entidades pres-
tadoras destinarán los recursos provenientes 
de la aplicación de estos factores para subsi-
dios a los usuarios atendidos por la entidad, 
dentro de su ámbito de operaciones. El Go-
bierno Nacional establecerá la metodología 
para la determinación de dicho equilibrio.

CUADRO 5. 
Subsidio entre usuarios residenciales 
en ADASA, Brasil

Otro caso digno de mención es el de ADA-
SA, en el Distrito Federal de Brasil, donde el 
diseño de los subsidios ha sido sometido re-
cientemente a consulta pública, en la que se 
les preguntó a los usuarios sobre su dispo-
nibilidad a pagar un monto adicional en sus 
facturas para subsidiar a los más pobres, lle-
gándose así a establecer cuál sería el monto 
disponible para los subsidios. Esto se suma 
a la tarifa escalonada en bloques creciente: 
a mayor consumo, mayor facturación. Quien 
consume hasta 5 m3 mensuales, solo paga el 
costo de 1 m3. Los consumos mayores pagan 
un plus para subsidiar a los que consumen 
por debajo de los 5 m3. No hay aportes exter-
nos. Todo se resuelve dentro de la tarifa.

CUADRO 6. 
El programa de tarifa social en Buenos 
Aires, Argentina19

En el área metropolitana de Buenos Aires, 
Argentina, los servicios son prestados por 
una empresa de propiedad estatal, Aguas y 
Saneamientos Argentinos (AySA), y regu-
lados por un organismo regulador específi-
co, el Ente Regulador de Agua Saneamiento 
(ERAS).
 
El Programa de Tarifa Social de los servicios 
de agua potable y desagües cloacales es un 
instrumento de política social pensado para 
quienes más lo necesitan. El mismo tiene por 
objetivo dar respuesta a las necesidades de 
aquellos hogares que presentan dificultades 
económicas para afrontar el pago de dichos 
servicios.
 
El beneficio sólo funciona a demanda, por lo 
que el usuario deberá solicitarlo. La duración 
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CUADRO 6. (cont.) 
El programa de tarifa social en Buenos 
Aires, Argentina19

del benefi-cio será de un año a partir de la pri-
mera factura emitida con el correspondiente 
descuento, con posibilidad de ser renovado. 
Las solicitudes serán evaluadas por el regu-
lador. La prestadora aplicará el descuento en 
las facturas una vez que el regulador le co-
munique la aprobación de la solicitud corres-
pondiente. El descuento oscila entre el 20 % y 
el 80 %, según la condición del solicitante. En 
casos especiales puede llegar al 100 %. Una 
vez otorgado el beneficio, el usuario asume 
el compromiso de realizar el pago de su fac-
tura. El no pago de la misma podría causar 
la cancelación del beneficio. El monto de los 
subsidios es compensado a la prestadora por 
el Estado. 

CUADRO 7. (cont.) 
Subsidio focalizado en Chile20

privado significó un aumento considerable en 
las tarifas de los servicios de agua potable y 
saneamiento. Por lo tanto, la accesibilidad a 
los servicios por parte de la población más 
vulnerable (familias en pobreza o pobreza ex-
trema) estaba seriamente amenazada por el 
factor económico.

La eficiencia en la implementación de la ley 
que establece el subsidio al pago de consu-
mo de agua potable y servicio de alcantari-
llado de aguas servidas (No 18.778 de 1989) 
era crucial. Por lo tanto, se procedió a regla-
mentar la ley. Además, en 2004 se amplió el 
sistema de subsidios por medio de la ley que 
establece un sistema de protección social 
para familias en situación de extrema pobre-
za “Chile solidario” (No 19.949).

El Estado financia por un periodo de tres años 
entre el 25 % y el 85 % del consumo máximo 
mensual de 15 m3 de agua por beneficiario, 
según su nivel socioeconómico. En el caso de 
las familias en extrema pobreza, el subsidio 
es del 100 %. En ambos casos, la subvención 
se aplica al cargo fijo y a los cargos variables 
de los servicios agua potable y de alcantari-
llado. Una vez terminado el periodo, el bene-
ficiario debe solicitar nuevamente al subsidio, 
demostrando que aún califica para recibirlo.
Los subsidios son financiados a través de los 
impuestos nacionales, el Ministerio de Ha-
cienda traslada los fondos a las municipalida-
des, que son el ente encargado de identificar 
a los beneficiarios del sistema y de cancelar a 
los operadores los porcentajes subvenciona-
dos a los usuarios.

CUADRO 7. 
Subsidio focalizado en Chile20

Hasta 1998, el 92,6% de los operadores de 
servicios de sanitarios eran públicos. Sin em-
bargo, con la aprobación de la Ley General de 
Servicios Sanitarios (DFL No 382) ese mismo 
año, se incorporó la participación del sector 
privado, pasando de un 2,7% a un 95,7% en 
2013, lo cual evidencia un cambio completo 
en el modelo de gestión y operación de los 
servicios sanitarios en el país.

Este modelo representó todo un reto, si bien la 
misma ley crea la Superintendencia de Servi-
cios Sanitarios (SISS) para fiscalizar y regular 
a los operadores, la participación del sector 

19 https://www.aysa.com.ar/media-library/usuarios/informacion_util/datos_utiles_para_el_usuario/06_programa_tarifa_social.pdf
20 MORA PORTUGUEZ, J; DUBOIS CISNEROS, V. (2012). Implementación del derecho humano al agua en América Latina. CAF.
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Para facilitar el acceso a los servicios a los 
usuarios de menores recursos, cuando la co-
nexión domiciliaria a los servicios de AP y AR 
están a cargo del usuario, algunos regímenes 
prevén el financiamiento o incluso el subsidio 
parcial o total de los cargos de conexión. De 
los 23 casos analizados, 2 no pagan los cargos 
de conexión; 16 los pagan financiados por el 
prestador; y 5 los pagan sin financiamiento ni 
subsidio. En El Salvador, a través de proyectos 
de ayuda mutua, el usuario puede compensar 
el costo de sus conexiones domiciliarias con 
prestación de mano de obra para la ejecución 
de las redes y las conexiones.

Algunos usuarios pueden retrasarse en el pago 
de su factura por cuestiones circunstanciales, 
en cuyo caso el regulador debe facilitar la re-
gularización del pago, a fin de no poner en 
riesgo la sostenibilidad del servicio.
 
El estudio anual de benchmarking de ADERA-
SA del año 2018 ilustra la magnitud de este 
problema con el siguiente gráfico:

FIGURA 10. 
Encuesta de ADERASA (2018): morosidad (en meses de facturación)
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En caso de falta de pago de las facturas de ser-
vicio por parte del usuario no residencial, algu-
nas normativas prevén la restricción del servi-
cio, de modo de dejar pasar por la conexión 
domiciliaria un menor caudal que asegure un 
consumo mínimo, mientras que otras normati-
vas permiten el corte del servicio de AP y has-
ta de AR. Los períodos de facturación impaga, 
antes de la restricción o el corte, oscilan entre 
uno y tres meses. De los 23 casos analizados, 
solo en uno (Belice) no se puede reducir ni 
cortar el servicio; en cuatro se puede reducir el 
servicio a usuarios residenciales, pero no cor-
tarlo; y en los restantes 18 casos el prestador 
está facultado a cortar el servicio por mora en 
el pago del usuario.

CUADRO 8. 
“Mínimo vital” en Colombia

En Colombia la normativa permite a los pres-
tadores cortar el servicio por falta de pago. 
Esto ha originado la discusión sobre el “mí-
nimo vital”, consistente en la cantidad míni-
ma de AP a suministrar para salvaguardar los 
DHAS. El corte del servicio se ha puesto en 
duda a partir de la vigencia de los DHAS, y 
las cortes han dictaminado que no se puede 
cortar el servicio a personas que estén en un 
alto grado de vulnerabilidad, sino que se les 
debe garantizar el acceso a un “mínimo vital”, 
siempre ligado a casos puntuales y no a es-
tratos sociales, como por ejemplo a una mu-
jer embarazada o con niños pequeños. Pero 
esto se ha generalizado y se ha propuesto en-
tregarle sin cargo al primer estrato 6 m3 por 
mes. También ha habido proyectos en el Con-
greso para eliminar la posibilidad del corte 
del servicio, pero no han prosperado. Lo que 
sí ha prosperado es que los costos de corte 
y reconexión están a cargo de la prestadora, 
lo que las ha desincentivado a cortar. Es pre-
ferible una acción social para que la gente se 
ponga el día, o pague algo, antes que cortar.

Excepto en un caso (Jamaica), todos los pres-
tadores ofrecen planes de pago a deudores 
morosos, algunos con plazos preestablecidos 
de algunos meses y otros adaptados a la capa-
cidad de pago del usuario.

Si el usuario considera que se han vulnerado 
sus derechos, ya sea por un corte indebido o 
por una facturación errónea, en todos los casos 
analizados puede recurrir por la vía adminis-
trativa presentando su reclamo al prestador en 
primera instancia y, en caso de no quedar sa-
tisfecho, puede recurrir al regulador en segun-
da instancia. En caso de seguir disconforme, 
tiene abierta la vía legal frente a los tribuna-
les locales de justicia. En cinco de los 23 casos 
estudiados, hay un régimen de compensación 
por los inconvenientes causados, que va desde 
la simple devolución del importe mal facturado 
a la aplicación de multas al prestador.

CRITERIOS Y NORMAS DEL SISTEMA DE  
DERECHOS HUMANOS

6. Equitativo y no discriminatorio: el marco regu- 
latorio debe prever las medidas y acciones 
adecuadas que aseguren la realización pro-
gresiva de los DHAS en forma no discrimina-
toria, incorporando a los grupos en riesgo y 
marginalizados por cuestiones de raza, géne-
ro, edad, discapacidad, etnia, cultura, religión, 
nacionalidad u origen social. Las medidas 
deben incluir: a) priorización de la extensión 
de cobertura de AP&S en zonas urbanas de-
terioradas y en áreas rurales; b) el servicio a 
los asentamientos urbanos, por encima de la 
propiedad de la tierra y la vivienda; c) facili-
tar el acceso a los servicios de los más pobres.  
 
En primer lugar, corresponde aclarar cuál es 
la incumbencia que le da el marco regulatorio 
a cada regulador, pues no todos regulan ser-
vicios fuera de la red, en urbanizaciones in-
formales o en áreas rurales, donde se suelen 
proveer servicios alternativos. En efecto, de los 
23 reguladores que estamos analizando tene-
mos nueve casos donde el regulador se limita 
a los servicios prestados en red; tres casos en 
que abarca servicios en red y urbanizaciones 
informales; tres casos en que abarca servicios 
en red y rurales, pero no a urbanizaciones in-
formales; y ocho casos en que regulan servi-
cios en red, en urbanizaciones informales y en 
áreas rurales.
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CUADRO 9. 
Alcance de la regulación de ADASA, 
Brasil

CUADRO 10. 
Alcance de la regulación de SUNASS,
Perú

Un caso particular es ADASA, el regulador 
del Distrito Federal de Brasil que si bien solo 
regula al prestador principal de AP&S en el 
área alcanzada por la red, también regula el 
ciclo completo del agua en la región metro-
politana, otorgando las licencias de uso del 
agua a otros prestadores y usuarios indus-
triales e incluso para riego; mientras que en el 
otro extremo del ciclo concede los permisos 
de vuelco tanto a los prestadores como a las 
industrias.

Por su parte, la SUNASS en Perú ha recibido 
la competencia regulatoria en el año 2017 so-
bre las áreas rurales. Ha planteado las tareas 
a través de los municipios distritales de las 
zonas urbanizadas, para poder llegar a los 28 
000 prestadores rurales relevados en todo el 
país, con algunas estrategias que impliquen 
poder articular la autorregulación de las jun-
tas comunales, con las funciones regulatorias 
y de fiscalización que tienen los municipios, 
manteniendo como regulador económico 
central a la SUNASS. Tenemos así tres nive-
les que actúan de manera desconcentrada: 
autorregulación de las juntas comunales; fis-
calización por el municipio y regulación cen-
tral de la SUNASS. Se ha comenzado con la 
caracterización de los servicios y el monito-
reo de la calidad del agua y de la calidad del 
servicio en aproximadamente 750 prestado-
res, para tener una idea de cómo escalar la 
tarea de manera gradual y cómo aprovechar 
las distintas dinámicas que se dan en el te-
rritorio, para identificar aquellos espacios 
donde la inversión pública pueda tener un 
mayor impacto. También para alinear los in-
centivos entre los distintos niveles de gobier-
no y los prestadores, para compartir fuentes, 
sistemas y finalmente llegar a los procesos 

CUADRO 10. (cont.) 
Alcance de la regulación de SUNASS,
Perú

de agregación, porque está claro que, en el 
ámbito de pequeñas ciudades y poblaciones 
rurales, tiene que haber o bien una incorpo-
ración a los prestadores mayores o una for-
ma de agregación de los procesos. El trata-
miento de aguas residuales es clave, porque 
en los valles las ciudades intermedias son las 
que reciben la peor calidad de agua, por la 
contaminación con coliformes derivados de 
otras poblaciones aguas arriba. Este es un 
tema de salud pública que debe ser encara-
da con una estrategia de análisis territorial, 
buscando generar los mayores impactos a 
través de un proceso de agregación. Esto es 
posible que se replique en otros gobiernos. 
Corresponde a la autoridad fiscal asignar los 
recursos de manera eficiente para no dilapi-
darlos, como sucede cuando la asignación se 
hace sin ningún criterio de análisis territorial 
y desconociendo las dinámicas que en él se 
generan. Las SUNASS regula las cuencas en 
lo que respecta a la protección de las fuentes 
y busca integrar los procesos de tratamiento 
de aguas residuales, para la preservación de 
la calidad del agua.

En ningún caso hay normativa regulatoria para 
los servicios a trashumantes y para las perso-
nas habitantes de calle.

En cuanto a la expansión de los servicios, en 
cinco casos están a cargo de otros organismos 
o del municipio; en cinco casos se priorizan las 
áreas más carenciadas y en los restantes 12 ca-
sos no hay normativa que obligue a priorizar 
las áreas más necesitadas.

Para algunos marcos regulatorios la falta de re-
gularización de dominio de los terrenos es un 
impedimento para avanzar en la expansión de 
los servicios. Así tenemos nueve casos, de los 
23 analizados, que exigen la regularización de 
la titularidad de la tierra para llevarle los servi-
cios, mientras que en los 14 restantes se avan-
za independientemente de dicha titularidad.
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Otro impedimento para la expansión de los 
servicios es la rigidez de algunas normativas 
técnicas, que impiden la aceptación de tecno-
logías y servicios alternativos. Esto sucede en 
10 de los 23 casos analizados.

7. Sostenibilidad: la regulación debe buscar la 
sostenibilidad económica, social y medioam- 
biental de los sistemas de AP&S, para las gene- 
raciones presentes y futuras, balanceando las 
inversiones en mantenimiento, en aumento de 
capacidad y en la expansión de la infraestruc-
tura en los Planes de Mejora y Expansión de 
los Servicios (PMES) o Planes Directores (PD), 
destinados al mantenimiento y el aumento de 
capacidad de los sistemas existentes y a la ex-
pansión de los servicios a los usuarios aún sin 
ellos. Debe además incluir la preparación y la 
resiliencia frente a situaciones de emergencia 
mediante Planes de Prevención y Emergen-
cias (PPE), también llamados Planes de Con-
tingencias, cuya finalidad es la de lograr que 
el personal esté preparado y tenga siempre a 
disposición los recursos necesarios para hac-
er frente a las contingencias más probables de 
ocurrir, con el menor daño en los servicios y la 
infraestructura.
 
En los 15 casos en los que la expansión de la in-
fraestructura depende del prestador, estos ela-
boran sus Planes de Mejora y Expansión de los 
Servicios cada cuatro o cinco años, según el 
caso, acompañando generalmente la revisión 
integral de las tarifas. Estos planes se revisan 
anualmente y, en el caso que las inversiones 
estén incluidas en las tarifas, se realizan las 
compensaciones que correspondan cuando la 
inversión comprometida no fue ejecutada.
 
En los 14 casos en que los reguladores aprue-
ban los PMES elaborados por los prestadores, 
suelen tener en cuenta un adecuado balance 
entre la inversión en el mantenimiento y la 
mejora de la infraestructura existente y la in-
versión en el aumento de capacidad y en la 
expansión de los servicios, asegurando así la 
calidad de los servicios en el tiempo y el ac-
ceso progresivo a los servicios de la población 
aún no servida, en un todo de acuerdo con los 
principios de los DHAS.

En 20 de los 23 casos analizados, el prestador 
o quien esté a cargo de las obras de aumento 
de capacidad o de expansión, deberán presen-
tar los proyectos a la autoridad ambiental, de 
modo de obtener los certificados que la legis-
lación ambiental establezca.

Excepto un caso, en todos los demás los PMES, 
una vez aprobados, se ponen a disposición del 
público, tanto a través de la página web del 
prestador como por otros medios como folle-
tería, prensa, etc.
 
Solo en dos casos no está prevista la prepa-
ración de los Planes de Prevención y Emer-
gencias (PPE) por parte de los prestadores.  
En todos los demás casos, estos son some-
tidos a la aprobación del regulador y son  
generalmente revisados en períodos anuales 
o mayores o cuando suceden contingencias  
extraordinarias.

8. Participación pública (activa, libre y significa-
tiva): la regulación debe permitir la activa par-
ticipación de los usuarios, como individuos o en 
grupos, en la toma de las decisiones clave; en 
particular, en la fijación de las normas de ser-
vicio, que puedan afectar el goce de los DHAS, 
incluyendo las tarifas. Es importante asegu-
rar la inclusión de todos los interesados. La 
transparencia y el acceso a la información son  
esenciales para una participación significativa. 
La información debe ser objetiva, comprensi-
ble, clara y consistente, puesta a disposición 
para todos en diferentes formatos y en un len-
guaje apropiado.

Excepto en tres casos, en los que no está pre-
visto este mecanismo, en todos los demás 
marcos regulatorios las audiencias públicas 
son de uso rutinario, en particular en ocasión 
de las revisiones tarifarias. Las objeciones pre-
sentadas por los usuarios y otros interesados 
en dichas audiencias públicas generalmente 
no son vinculantes, pero los reguladores tienen 
la obligación de explicar sus razones cuando 
no las toman en cuenta. 
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Algunos reguladores han desarrollado me-
canismos que facilitan la participación de los 
usuarios, sus representantes y otros interesa-
dos en el establecimiento de las normas de 
los servicios y la fijación de las tarifas, y que 
actúan en forma consultiva frente a los direc-
torios de los reguladores. Así encontramos la 
Sindicatura de Usuarios, el Consejo Asesor y 
el Defensor del Usuario en el ERAS de Buenos 
Aires, en Argentina (ver ilustración del caso a 
parte); el Consejo Consultivo de Regulación en 
la ARSAE de Minas Gerais, en Brasil; el Con-
sejo de Participación Ciudadana en la EMA-
PAG-EP de Guayaquil, en Ecuador; las Comi-
siones Municipales de Agua y Saneamiento en 
el ERSAPS de Honduras; los Comités Tarifarios 
Ciudadanos en México; y hasta la participación 
de un representante de los usuarios en el di-
rectorio del EPRAC en la provincia de Misiones, 
en Argentina. 

CUADRO 11. 
Participación de los usuarios en la  
regulación en Buenos Aires, Argentina

En la regulación de los servicios en el Área 
Metropolitana de Buenos Aires, Argentina, 
la Ley Nº 26.221/07, que aprueba el marco  
regulatorio, establece que los usuarios esta-
rán representados mediante los siguientes 
asesores:
 
I – COMISIÓN ASESORA

El ente regulador contará con una comisión 
asesora, integrada por tres (3) representan-
tes de los municipios comprendidos en la 
jurisdicción de la concesión; un (1) represen-
tante de la provincia de Buenos Aires; un (1) 
representante del Gobierno de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires; un (1) representan-
te del Ente Nacional de Obras Hídricas y Sa-
neamiento (ENOHSA) y un (1) representante 
de la Subsecretaría de Recursos Hídricos. 

La Comisión emitirá dictámenes o despachos 
fijando en su opinión los que deberán tener 
tratamiento obligatorio por parte del Direc-
torio del Ente Regulador.

CUADRO 11. (cont.) 
Participación de los usuarios en la  
regulación en Buenos Aires, Argentina

II - SINDICATURA DE USUARIOS

En el ámbito del ente regulador actuará la 
Sindicatura de Usuarios conformada por re-
presentantes de las Asociaciones de Usuarios 
registradas en la Subsecretaría de Defensa 
del Consumidor del Ministerio de Economía 
y Producción, e inscriptas conforme lo esta-
blecido en las normas aplicables en la mate-
ria. La Sindicatura de Usuarios emitirá dictá-
menes o despachos fijando su opinión en los 
temas vinculados a la prestación del servicio 
los que deberán ser considerados por el Di-
rectorio.

El Directorio del ente regulador facilitará a la 
Sindicatura de Usuarios sus disposiciones y 
resoluciones, el registro y estado de situación 
de los servicios, los reclamos de los usuarios 
y todo otro documento administrativo.

III - DEFENSOR DEL USUARIO

El ente regulador contará con un defensor del 
usuario, cuya misión será representar institu-
cionalmente los intereses de los usuarios en 
las audiencias públicas, así como en cuestio-
nes contenciosas o de procedimientos admi-
nistrativos en las que el ente regulador sea 
parte y los derechos de los Usuarios pudieran 
estar afectados por la decisión.

Su actividad no limitará la que desarrolle la 
Sindicatura de Usuarios en virtud de sus fun-
ciones y competencias. Deberá, por el con-
trario, representar sus criterios y posiciones.

El Defensor del Usuario será seleccionado 
por concurso público entre profesionales con 
la debida formación, competencia y antece-
dentes para el caso. No podrá ser removido 
en su cargo salvo por las causales que rigen 
para los Directores. 
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9. Acceso a la información y transparencia: 
los reguladores deben recolectar, analizar y 
diseminar información precisa sobre el desem-
peño de todos los proveedores regulados. Los 
reguladores deben establecer indicadores de 
desempeño y sus metas, que permitan moni-
torear el avance en la realización progresiva de 
todos los aspectos de los DHAS.

En algunos casos, la normativa obliga los pres-
tadores a presentar informes periódicos –ge-
neralmente anuales– al regulador y a los usua-
rios, detallando los resultados de su gestión en 
el último período transcurrido. Por otra parte, 
hoy en día está muy difundido entre los pres-
tadores el uso de sus páginas web y de las re-
des sociales para difundir sus actividades y sus 
programas de trabajo, poniendo a disposición 
de los usuarios e interesados la información 
que pueda ser de su interés. Además, suelen 
ofrecer la posibilidad de contactarse virtual-
mente para evacuar eventuales dudas sobre 
los servicios o presentar reclamos.
 
De los 23 reguladores analizados, 13 elaboran 
un sistema periódico –generalmente anual– de 
indicadores de desempeño de los prestado-
res regulados y lo publican en su página web, 
para conocimiento del público interesado. En 
el caso de Brasil, se ha desarrollado el Siste-
ma Nacional de Información de Saneamiento 
(SNIS), donde casi todos los prestadores del 
país cargan anualmente sus datos, para la ela-
boración de un conjunto común de indicado-
res de desempeño. En Colombia, el sistema 
nacional de recolección de datos es el Sistema 
Único de Información (SUI), gestionado por la 
Superintendencia de Servicios Públicos Do-
miciliarios (SSPD), del que se pueden extraer 
los indicadores de desempeño de los presta-
dores del sector. Como referencia regional, 
la Asociación de Entes Reguladores de Agua 
Potable y Saneamiento de las Américas (ADE-
RASA) elabora todos los años un ejercicio de 
benchmarking regional con los indicadores de 
desempeño aportados por la mayoría de sus 
reguladores miembros. Esta iniciativa fue reco-
nocida en su momento por la Relatora Especial 

de las Naciones Unidas para los DHAS como 
una buena práctica que contribuye a su imple-
mentación.21

 
Doce de los 23 reguladores analizados, ade-
más de los indicadores de desempeño antes 
mencionados, elaboran informes periódicos 
parciales y anuales de rendición de cuentas, 
poniéndolos a disposición del público a través 
de su página web.

10. Rendición de cuentas: las normas deben  
prever el monitoreo independiente del cum-
plimiento de los DHAS de los prestadores de 
los servicios de AP&S, asegurando a su vez el 
derecho de los usuarios a presentar sus recla-
mos cuando los DHAS se vean comprometidos.

 
Los sistemas regulatorios deben prever un ré-
gimen apropiado y proporcional de sanciones 
a los prestadores que no cumplan con la nor-
mativa basada en los DHAS.

Si bien no se encuentra aún desarrollado el 
monitoreo específico del cumplimiento de los 
DHAS por parte de los prestadores, como he-
mos visto más arriba, una buena parte de los 
criterios y normas de los DHAS se encuentran 
presentes en la regulación de los servicios de 
AP&S en la región, aunque no bajo ese nom-
bre. En este sentido, se encuentra presente, en 
todos los prestadores, una instancia especial 
para la recepción de reclamos de los usuarios 
cuando entiende que se han vulnerado sus de-
rechos –muchos de los cuales coinciden con 
los DHAS– y los reguladores han desarrollado 
las propias, para actuar en segunda instancia 
cuando las expectativas de los usuarios no son 
alcanzadas por la gestión de su reclamo por el 
prestador.

En los servicios en los que hay un regulador, 
este realiza tareas de mediación en casos de 
conflictos entre los usuarios y sus prestado-
res. Un caso que merece una mención especial 
es el Tribunal Administrativo de Solución de  
Reclamos (TRASS) de la SUNASS de Perú,  
que actúa en segunda y última instancia,  

21 ALBUQUERQUE, C.; ROAF, V. (2012). Derecho hacia el final: Buenas Prácticas en la realización de los derechos al Agua y el  
Saneamiento. Lisboa, Portugal. p 60 y 181.



31Los Reguladores y la Implementación de los Derechos Humanos al Agua y al Saneamiento

determinando la procedencia del reclamo y/o 
realizando una audiencia de conciliación entre 
el usuario y el prestador, agotando así la vía 
administrativa.

En 15 de los casos estudiados se aplican regí-
menes de sanciones y compensaciones frente 
a fallas del prestador que así lo ameriten.

CUADRO 12. 
SUNASS - Perú - Gobierno Corporativo

En el Perú, las empresas prestadoras de servi-
cios de saneamiento públicas de accionaria-
do municipal (en adelante, empresas presta-
doras, EPS), entre otras, son las responsables 
de la provisión de los servicios de saneamien-
to; por lo que, con la finalidad de lograr una 
gestión eficiente, la Ley Marco de la Gestión 
y Prestación de los Servicios de Saneamien-
to (Ley Marco) y su Reglamento, otorgaron 
a la Superintendencia Nacional de Servicios 
de Saneamiento (SUNASS) nuevas funcio-
nes sobre las materias de: i) composición y 
recomposición del directorio; ii) designación, 
remoción y vacancia de los miembros del di-
rectorio; iii) designación y remoción del ge-
rente general; iv) rendición de cuentas, des-
empeño y buen gobierno corporativo; y v) 
administración y gestión empresarial. En tal 
sentido, desde el año 2017, la SUNASS tiene 
la función de supervisar y sancionar a las em-
presas prestadoras en materia de gobierno 
corporativo.
 
Para el desarrollo de la función de supervisión 
y sanción en materia de gobierno corporati-
vo, la SUNASS ha considerado que el gobier-
no corporativo constituye un sistema opera-
cional que ejecuta una disciplina empresarial 
necesaria para conservar una relación estable 
y productiva entre los participantes de cual-
quier organización (empresas prestadoras). 
En el gobierno corporativo, la transparencia 
y la rendición de cuentas son más que ejerci-
cios de cumplimiento: son ingredientes esen-
ciales de una buena gestión, son un requisito 
para la buena salud de las organizaciones y la 
satisfacción de los servicios que se prestan a 
los usuarios, los cuales constituyen el eje final 
de la actividad regulatoria.

CUADRO 12. (cont.) 
SUNASS - Perú - Gobierno Corporativo

La SUNASS, para el ejercicio de sus fun-
ciones de supervisión y sanción, median-
te la Resolución del Consejo Directivo N° 
021-2018-SUNASS-CD publicada 1.6.2018, 
modificó su Reglamento General de Super-
visión y Sanción (RGSS), y desde entonces 
ha incluido como sus administrados a los di-
rectores y gerentes generales de las empre-
sas prestadoras de accionariado municipal o 
mixto, independientemente de su modalidad 
de elección o designación; asimismo, el RGSS 
considera como ámbito de aplicación objeti-
vo de las funciones de supervisión y sanción 
la gobernabilidad y gobernanza de las em-
presas prestadoras, que comprende verificar 
el cumplimento de las obligaciones legales 
y/o técnicas en materias de: i) composición 
y recomposición del directorio; ii) designa-
ción, remoción y vacancia de los miembros 
del directorio; iii) designación y remoción 
del gerente general; iv) rendición de cuentas, 
desempeño y buen gobierno corporativo; y 
v) administración y gestión empresarial.

El Reglamento General de Supervisión y San-
ción en su Anexo N° 4, Tabla de Infracciones, 
Sanciones, Escala de Multas y de Factores 
Agravantes y Atenuantes, en su ítem L es-
tablece las Obligaciones Legales y Técnicas 
sobre Directores, Gerente General, Rendición 
de Cuentas y Buen Gobierno Corporativo, en 
el que se prevé las sanciones de: i) amonesta-
ción escrita, ii) multa y iii) orden de remoción, 
las mismas que son aplicables al gerente ge-
neral y directores de las empresas prestado-
ras y a las propias empresas prestadoras.
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CUADRO 12. (cont.) 
SUNASS - Perú - Gobierno Corporativo

En consecuencia, la SUNASS desde la modi-
ficación del RGSS (junio de 2018), en cum-
plimiento de sus nuevas funciones de super-
visión y fiscalización, viene supervisando a 
las empresas prestadoras, a sus gerentes ge-
nerales y directores, a fin de que implemen-
ten de manera eficiente y eficaz su sistema 
de gobierno corporativo, mediante la apro-
bación de instrumentos normativos que es-
tablece la Ley Marco y su Reglamento. Tam-
bién, la correcta asignación de los poderes y  
responsabilidades entre el directorio, la ge-
rencia general, sus accionistas (municipali-
dades), quienes ejercen temporalmente el 
derecho de propiedad (alcaldes o sus re-
presentantes) y otros actores interesados.  
Además, las relaciones entre estos actores 
deben ser claras, transparentes, explícitas y 
objetivas.

En la práctica, considerando que el usuario es 
el fin de toda actividad económica, es quien 
debe mostrar su satisfacción en la prestación 
de los servicios de saneamiento; en conse-
cuencia, las empresas prestadoras a través 
de sus directores, gerentes y colaboradores 
tienen el deber de trabajar basado en altos 
estándares de transparencia, profesionalis-
mo y eficiencia, generando confianza en los 
usuarios de servicios de saneamiento, lo que 
producirá al largo plazo un impacto positivo 
en términos de valor y competitividad de las 
empresas prestadoras.

Cuando los prestadores son autorregulados, 
los árbitros en sus disputas con los usuarios 
suelen ser las oficinas de Defensa del Consu-
midor o instancias municipales que cumplen 
con dichas funciones.
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CONSIDERACIO-
NES GENERALES
Del análisis que precede, realizado con base en la 
información que se logró recoger con la encuesta 
y las entrevistas se puede apreciar que muchos 
de los criterios y normas propios de los DHAS y 
los transversales de todos los Derechos Humanos, 
ya se encuentran incorporados a las normas regu-
latorias, aunque no se fiscalizan con una perspec-
tiva específica de los DHAS�

Se observa, además, que la regulación de los ser-
vicios de AP&S en la región de ALC es muy varia-
da y no obedece a principios comunes, salvo en 
las cuestiones más elementales como puede ser 
la normativa de calidad del AP, que para todos los 
reguladores se basa en las recomendaciones de la 
OMS. En cambio, la normativa de calidad de las 
AR, tanto para su recepción como para su trata-
miento y vuelco final, obedece a criterios locales y 
en general está fiscalizado por las autoridades am-
bientales locales. No todos los reguladores contro-
lan la calidad del AP y las AR, en muchos casos 
el control queda en manos de las autoridades de 
salud o las autoridades locales para el AP y las au-
toridades ambientales para las AR.

Otra zona de coincidencia es el tratamiento de los 
reclamos de los usuarios en primera instancia por 
los prestadores y en segunda instancia el regu-
lador, quien incluso suele hacerlo en carácter de  
árbitro.

El alcance de la regulación también es variado, 
pues en lo macro algunos regulan solo el servicio 
prestado por red, mientras que otros incorporan 
las áreas periurbanas e informales y otros además 
las áreas rurales. Esta es una limitación frente a la 
universalización del servicio exigido por los DHAS. 
Por otra parte, en lo micro la mayoría de los regu-
ladores no tiene incumbencia en las instalaciones 
internas, ya sea de viviendas como de edificios de 
uso comunitario. 

Se encuentra uniformidad en que ningún regu-
lador tiene normas que regulen los servicios en 
lugares públicos, para trashumantes y para los 
sin-techo, como tampoco hay normativa específi-
ca para atender las cuestiones de género ligadas a 
los servicios sanitarios y de higiene.
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CONCLUSIONES
En los últimos diez años, el cuadro legal ha ido 
evolucionando en la región latinoamericana, en la 
que ya varios países han incorporado los DHAS 
a sus constituciones políticas, mientras que otros 
los han ido incorporando en sus legislaciones y en 
su jurisprudencia� No obstante, sería importante 
que algunos países actualizaran su legislación en 
estos aspectos, eliminando así cualquier duda de 
su exigibilidad en todos los ámbitos, incentivando 
la progresiva realización de los DHAS. Finalmente, 
aquellos pocos países cuya legislación es aún aje-
na a los DHAS, deberían dar el debate interno que 
los conduzca a considerarlos en armonía con sus 
propias circunstancias.

La adhesión a las metas que forman parte de los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la 
Agenda 2030 de la ONU, ofrece una oportunidad 
inestimable para la profundización en la realiza-
ción progresiva de los DHAS, pues ambos esque-
mas son intensamente complementarios.

En el nivel más subordinado de la legislación se 
encuentran los marcos regulatorios, que estable-
cen las normas técnicas de la prestación de los 
servicios. Los reguladores tienen un papel prota-
gónico en la realización de los DHAS, como res-
ponsables de ajustar y hacer respetar sus marcos 
regulatorios, teniendo en cuenta las circunstancias 
particulares de cada comunidad. Un adecuado ni-
vel de independencia institucional, funcional y fi-
nanciera de los Reguladores mejorará la calidad de 
sus decisiones.

El resultado de la encuesta y las entrevistas reali-
zadas revelan que los Marcos Regulatorios de los 
servicios de Agua Potable (AP) y Aguas Residua-
les (AR) incorporan muchos de los criterios de los 
DHAS y los principios de los demás Derechos Hu-
manos, sin mencionarlos específicamente, sobre 
todo en lo que atañe a la calidad del agua potable 
y otros aspectos de la calidad del servicio como 
disponibilidad, continuidad, aceptabilidad, asequi-
bilidad, sostenibilidad, participación pública y ren-
dición de cuentas. Los marcos regulatorios inclu-
yen más criterios referidos al agua potable que al 
saneamiento, para el cual los criterios regulatorios 

están más ldos a las condiciones locales y depen-
den más de normativas sanitarias y ambientales. 

En cuanto a la accesibilidad de los servicios, los 
marcos regulatorios llegan hasta la línea de pro-
piedad del usuario y no incluyen las instalaciones 
internas. Las condiciones de accesibilidad a los 
servicios sanitarios para discapacitados, ancianos, 
embarazadas, enfermos y personas con necesida-
des especiales tampoco son responsabilidad de 
los reguladores.

Todos los marcos regulatorios basan la normativa 
de la calidad del agua potable en las recomenda-
ciones de la OMS, ajustadas a las condiciones lo-
cales. Sin embargo, algunos reguladores tienen fa-
cultades limitadas en la vigilancia de la calidad y la 
aceptabilidad del agua potable y en la calidad de 
los vuelcos de las aguas residuales, en particular 
cuando el monitoreo de la calidad del agua recae 
en la autoridad sanitaria y en los casos en que el 
control de los vuelcos está bajo la responsabilidad 
de las autoridades ambientales.

En general el regulador tiene a su cargo el estu-
dio de los esquemas tarifarios, aunque la decisión 
sobre el nivel tarifario suele quedar en manos de 
las autoridades políticas. Sin embargo, el regula-
dor cumple un rol importante en el diseño de los 
esquemas de subsidios y en la aplicación de sis-
temas de descuentos focalizados, o tarifa social, 
para permitir el acceso a los usuarios más vulne-
rable. A pesar de que estos mecanismos ofrecen 
oportunidades para resolver la cuestión de la ase-
quibilidad para todos los usuarios, no todos los 
marcos regulatorios los contemplan. 

En la mayoría de los casos encuestados el presta-
dor está facultado para decidir el corte del servicio 
por falta de pago. Esta es una cuestión muy sen-
sible y es necesario asistir a los Reguladores en el 
desarrollo de mecanismos y procedimientos que 
salvaguarden el criterio de acceso requerido por 
los DHAS mediante el debido proceso.

El acceso también suele estar condicionado por 
los cargos de conexión, que suelen estar finan-
ciados o incluso subsidiados para los más pobres, 
aunque no siempre.
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El acceso progresivo a los servicios en forma equi-
tativa y no discriminatoria, requerido por los prin-
cipios de los Derechos Humanos, encuentra limita-
ciones en los marcos regulatorios que no incluyen 
la regulación de los servicios en las urbanizaciones 
informales ni en las áreas rurales. Tanto en Colom-
bia como en Perú los reguladores están comen-
zando a establecer las normas para los servicios 
en áreas urbanas periféricas y en áreas rurales. 
Otras limitaciones normativas son la exigencia de 
la regularización de la propiedad y la rigidez en la 
falta de aceptación de técnicas alternativas, pre-
sentes en la mitad de los casos analizados.

La casi totalidad de los marcos regulatorios prevén 
la elaboración y aprobación de planes de mejora 
y desarrollo de la infraestructura con horizontes 
de mediano y largo plazo. La encuesta nos revela 
además que la evaluación ambiental de las obras 
es rutinaria en casi todos los casos. En el marco 
de los DHAS se podría avanzar con estudios del 
impacto de salud, evaluando riesgos y oportuni-
dades. Otro estudio que se podría aplicar a las al-
teraciones y la creación de nueva infraestructura, 
y que se ha comenzado a implementar en los últi-
mos años, es la evaluación de impacto en los dere-
chos humanos de la población afectada.

Los principios de participación y transparencia de 
los derechos humanos ofrecen un vasto campo de 
acción desde el punto de vista regulatorio. Las au-
diencias públicas en ocasiones de decisiones pun-
tuales como tarifas o normativas específicas son 
un instrumento usado casi rutinariamente. Pero 
esto no alcanza. La participación de los usuarios 
debe involucrar todo el proceso regulatorio. Si 
bien algunos reguladores han encontrado la forma 
de incorporar a los usuarios y sus representantes 
en las decisiones que les atañen, estas prácticas 
son más una excepción que la normalidad. 

Con respeto al criterio de la transparencia y la ren-
dición de cuentas, los informes periódicos de indi-
cadores de desempeño, como el ejercicio anual de 
benchmarking de ADERASA, permiten a los usua-
rios conocer más en detalle los servicios que están 
pagando. Siendo una herramienta universalmente 
reconocida para fomentar la transparencia, es aún 
subutilizada en la región, pues no todos los regu-
ladores participan del ejercicio regional con sus 
estudios nacionales o locales. 

Muchos de los criterios de los DHAS no se encuen-
tran aún incorporados a los marcos regulatorios, 
en particular aquellos ligados a los servicios fuera 
de la red como urbanizaciones informales y áreas 
rurales, donde los servicios son más precarios o 
incluso inexistentes. No incluyen normativas para 
servicios en lugares públicos abiertos, a los tras-
humantes ni a las personas habitantes de calle. Por 
otra parte, la regulación dentro de la red no incor-
pora los criterios ligados a las instalaciones inter-
nas, tanto de las viviendas como de los edificios 
públicos, ni normas de higiene y lavado de manos, 
ni disposiciones sobre la privacidad, la dignidad y 
las cuestiones de género en el uso de los servicios 
sanitarios.

Todavía hay un enorme campo de oportunidades 
para la incorporación de todos los criterios de los 
DHAS y los principios del resto de los Derechos 
Humanos en los marcos regulatorios, con su men-
ción específica, lo que reforzaría la solidez de la 
normativa y contribuiría a una más pronta realiza-
ción progresiva de estos derechos. Se impone la 
revisión, caso por caso, de cuáles son los criterios 
aún no incorporados y cuales son sus restriccio-
nes, para luego buscar la forma de explicitarlos en 
los marcos regulatorios o en la normativa comple-
mentaria.

En particular la encuesta indica que el Marco Re-
gulatorio para los servicios de saneamiento es dé-
bil o inexistente. El hecho de que los servicios de 
saneamiento están ligados a circunstancias loca-
les, tanto físicas como culturales e institucionales, 
sugiere la necesidad de realizar un estudio foca-
lizado que permita visualizar cuáles son los obs-
táculos para una buena regulación. En base a di-
cho estudio se podrían formular recomendaciones 
para el desarrollo de un marco regulatorio adecua-
do para el saneamiento, adaptable a cada país o 
comunidad en particular. La encuesta muestra que 
hay brechas institucionales que condicionan la re-
gulación y que es necesario superarlas, en los dife-
rentes contextos nacionales y locales, para brindar 
un servicio adecuado a los usuarios. Una alterna-
tiva a explorar sería la de comenzar con ajustar el 
cuadro regulatorio del saneamiento para los ser-
vicios en ambientes públicos, con la aplicación de 
los principios y las normas de los DHAS, como por 
ejemplo en escuelas, hospitales y centros de sa-
lud, campamentos de detención o de refugiados 
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y campamentos de trabajadores en grandes pro-
yectos de infraestructura. Estos ambientes tienen 
características comunes en la mayoría de los paí-
ses y culturas que facilitarían el desarrollo de la 
normativa.

La mitad de los países que respondieron la en-
cuesta está involucrada, de alguna manera, en la 
aplicación de Planes de Seguridad de Agua de la 
OMS, mientras que sólo tres están involucrados en 
el desarrollo de los Planes de Seguridad de Sanea-
miento de la OMS. Obviamente la formulación de 
estos planes ofrece oportunidades importantes 
para promover los DHAS adentro de los marcos 
regulatorios, en especial con respeto a los criterios 
de la calidad y seguridad del agua y el saneamien-
to. Por el momento parece que estos mecanismos 
están siendo subutilizados.

Otra cuestión que saca a la luz la encuesta es que 
muchas deficiencias son inherentes a la fragmen-
tación institucional en el manejo de los recursos 
hídricos, en la relación entre la cuenca y la presta-
ción de los servicios. En este contexto el desafío 
es lograr un abordaje coherente con la realización 
progresiva de los DHAS. En este sentido cabe re-
saltar el caso del regulador del Distrito Federal de 
Brasil, ADASA, que regula la cuenca y el servicio, 
abarcando desde los permisos de extracción hasta 
las autorizaciones de vuelco. Otro ejemplo es la 
ciudad de Quito donde, con el apoyo de “Natu-
re Conservancy”, se estableció un Fondo de Agua 
como mecanismo para facilitar la participación de 
las comunidades de la cuenca en el esfuerzo de 
conservar el recurso. En este acuerdo se podrá 
estudiar como implementar los aspectos de los 
DHAS que le son aplicables.

Los resultados del estudio demuestran que el mo-
nitoreo es una función clave de las autoridades 
regulatorias, inherente a sus responsabilidades de 
asegurar que los normas y los estándares se apli-
quen de forma satisfactoria. La incorporación ex-
plícita de las normas y principios de los Derechos 
Humanos en el marco regulatorio para agua pota-
ble y saneamiento implica la expansión e intensi-
ficación de los esfuerzos de monitoreo. La plani-
ficación del posible fortalecimiento del programa 
de monitoreo en relación con los DHAS presenta 
oportunidades para generar información sustanti-
va, que será útil para los gobiernos nacionales en 
la preparación de los informes sobre la realización 
progresiva de los DHAS que tienen que presentar 
periódicamente al Consejo de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos. 
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RECOMENDACIO-
NES Y OPORTUNI-
DADES
De lo visto anteriormente, surgen algunas reco-
mendaciones para dar seguimiento al presente 
análisis del nivel de incorporación de los DHAS 
en la regulación de los servicios de agua potable 
y saneamiento:

• Realizar un inventario de estudios de caso 
pertinentes a la jurisprudencia para los DHAS 
en los países de ALC (ejemplo de Argentina 
página 3/4).

 
• Profundizar el estudio país por país, en con-

junto con cada regulador, para relevar los cri-
terios y normas de los DHAS que aún no se 
aplican y las restricciones que impiden su rea-
lización progresiva.

• Promover la cooperación y el intercambio de 
información entre los reguladores y las otras 
instituciones locales involucradas en la regula-
ción y supervisión de los criterios de los DHAS 
como las autoridades sanitarias, las autorida-
des ambientales y las autoridades locales, que 
controlan la calidad del agua y los efluentes, 
fijan las normas para las instalaciones internas 
o supervisan los servicios alternativos en áreas 
informales y rurales.

• Promover la capacitación de los Reguladores 
en el conocimiento y la aplicación de los DHAS, 
tanto mediante la modalidad virtual como la pre-
sencial. Basar el programa de capacitación en el  
estudio de casos.

• Preparar y aplicar una “score-card” con criterios 
claros, indicando el nivel de capacidad, aplica-
ción y monitoreo de los DHAS de los Regulado-
res, con un informe periódico (¿al estilo Aqua-
Rating?). Podría ser manejado por ADERASA, 
o podría ser incluido en el análisis GLAAS, o por 
una de colaboración entre ADERASA y GLAAS. 

• Promover el fortalecimiento de los arreglos ins-
titucionales entre los reguladores y las entidades 
nacionales de Derechos Humanos, por ejemplo, 
a través de un memorándum de entendimiento. 

• Estudiar e implementar un número limitado 
(3 o 4) de proyectos piloto para desarrollar la 
capacidad de los reguladores en la realización 
progresiva de los DHAS, partiendo de una eva-
luación de necesidades.

• Proveer asistencia técnica a los reguladores en 
la implementación de Planes de Seguridad de 
Agua y Planes de Seguridad de Saneamiento. 

• Incluir los DHAS como tema permanente en la 
agenda de las reuniones anuales de ADERASA, 
con enfoque en asuntos actuales y desafíos. 
Analizar la posibilidad de crear un nuevo Gru-
po de Trabajo para el desarrollo de los DHAS 
en la regulación.
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ANEXO
ENCUESTA REALIZADA A LOS REGULADORES 
SOBRE LA IMPLEMENTACION DE LOS DERECHOS 
HUMANOS AL AGUA Y AL SANEAMIENTO EN 
AMERICA LATINA Y EL CARIBE
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INTRODUCCIÓN

ANTECEDENTES

La presente encuesta forma parte de un estudio 
que están realizando la IWA y el BID sobre la re-
lación entre los Reguladores de los servicios de 
Agua Potable y Saneamiento de América Latina 
y el Caribe y los Derechos Humanos al Agua y el 
Saneamiento (DHAS). Se busca entender hasta 
qué punto los DHAS están siendo incorporados a 
la regulación de los servicios de AP&S, buscando 
identificar las tendencias en la región y las buenas 
prácticas que ayuden a su total incorporación.

A fin de facilitar la identificación del encuestado, 
se ruega indicar:

• País: …
• Organismo Regulador: …
• Responsable: … Tel. … E-mail …  

(para facililtar ulteriores consultas).
• Entidad prestadora: …

La encuesta se ha elaborado en formato “word” 
para que se puedan intercalar las respuestas y los 
comentarios de quien la complete�

El 28 de julio de 2010 la Asamblea General de la 
ONU adoptó la resolución reconociendo el Dere-
cho Humano al Agua y al Saneamiento (DHAS), 
que se sumó a los Derechos Humanos anterior-
mente reconocidos.
 
Votaron a favor de dicha resolución 122 países, 
que luego fueron adhiriendo sucesivamente en 
forma oficial al DHAS, obligándose a realizar sus 
mayores esfuerzos para proveer progresivamente 
de servicios de agua potable y saneamiento segu-
ros, limpios y dignos, accesibles, aceptables y ase-
quibles para todos los habitantes que pueblan su  
territorio.

MARCO LEGAL
La inclusión en la Constitución representa el com-
promiso del país en implementar los DHAS y facili-
ta su incorporación a la legislación nacional y local. 
La incorporación a la legislación genera obligacio-
nes en las partes involucradas y abre el espacio 
para el diseño de políticas que establezcan objeti-
vos y medios para la implementación de los DHAS.

PREGUNTAS

• ¿Cuál es el grado de legalización de los DHAS 
en su país: están incluidos en la Constitución o 
solo en la Legislación?
…

• ¿Cuál es el nivel del instrumento legal que crea 
la Regulación: ¿una Ley, un Decreto del Poder 
Ejecutivo, una Disposición Administrativa u 
otro?
…

• ¿La Ley ha incorporado explícitamente los 
principios de Derechos Humanos y las normas/
criterios de los DHAS?
…

• ¿Hay algún organismo, además de la Autori-
dad Reguladora, que controle la implementa-
ción de los Derechos Humanos, en particular 
los DHAS?
…

 

La obligación de la implementación de los DHAS 
recae primariamente en los Estados y depende 
fuertemente de la legislación y los marcos regu-
latorios. Los Reguladores, en cuanto autoridades 
públicas encargadas de implementar los maracos 
regulatorios, tienen un rol protagónico en la pues-
ta en práctica de los DHAS.
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MARCO 
REGULATORIO
En servicios públicos de Agua Potable y Sanea-
miento (AP&S) regulados, son los Marcos Regula-
torios los que dictan las normas sobre las condi-
ciones en que deben ser prestados los servicios a 
la población, mediante requerimientos científicos, 
técnicos y sociales como la calidad del Agua Pota-
ble (AP) y las Aguas Residuales (AR); la continui-
dad; la gestión de los activos, mediante los Planes 
de Mantenimiento y Expansión de los Servicios 
(PMES); la determinación de las tarifas; la partici-
pación pública; la transparencia y la disponibilidad 
de información; la rendición de cuentas y la sus-
tentabilidad económica, social y medioambiental 
de los sistemas. Los reguladores son los encarga-
dos de implementar estas normas y tendrán ma-
yores facilidades para hacerlo cuanto mayor sean 
sus grados de libertad.

PREGUNTAS

• ¿Quién designa a la máxima autoridad del  
Organismo Regulador?
…

• ¿Cuál es la fuente de financiamiento de la auto-
ridad regulatoria?
...

• ¿El regulador tiene apoyo nacional o interna-
cional para la capacitación de sus cuadros?
…

10% del cuestionario completado

Los Marcos Regulatorios deben establecer las 
normas de prestación de los servicios vinculados 
específicamente a los DHAS, de modo que sean: 
accesibles; disponibles; con calidad y seguridad; 
aceptables, con privacidad y dignidad; y asequi-
bles para todos. Además, tienen que incluir los 
principios generales que atraviesan transversal-
mente a todos los derechos humanos, que son: 
equidad y no-discriminación; sostenibilidad eco-
nómica, social y medioambiental; participación 
pública y acceso a la información y una adecuada 
rendición de cuentas.

A continuación, se repasarán conceptualmente es-
tos criterios de los DHAS, para luego hacerlo con 
los criterios transversales de todos los SSHH, y se 
harán algunas preguntas para conocer su grado 
de inclusión en la regulación:

CRITERIOS Y NORMAS ESPECÍFICAS PARA LA 
REALIZACIÓN PROGRESIVA DE LOS DHAS

1. Accesibilidad: los servicios de Agua Potable 
(AP) y Aguas Residuales (AR), prestados me-
diante redes domiciliarias, deben ser accesi-
bles dentro de la propiedad o bien en su inme-
diata vecindad, con un acceso seguro de día 
y de noche. Ante la inexistencia de redes do-
miciliarias, los servicios podrán ser prestados 
por prestadores informales. El servicio de AR 
debe tener un acceso privado y no compartido 
con otras propiedades. La cuestión de género 
está estrechamente ligada a las condiciones 
de accesibilidad, aceptabilidad y seguridad de 
los servicios, particularmente los sanitarios. Se 
debe facilitar el acceso de los discapacitados, 
ancianos, embarazadas, enfermos y perso-
nas con necesidades especiales. La normativa 
debe asegurar el acceso seguro a los servicios 
en edificios comunitarios como escuelas, hos-
pitales, cárceles, etc. y en situaciones fuera del 
hogar en general.

 
PREGUNTAS

• ¿La normativa fija las condiciones de accesibili-
dad de los servicios de AP por red? ¿En el pre-
dio? ¿A una distancia mínima de la propiedad? 
¿Otras?
…

• ¿En ausencia de red domiciliaria de AP, hay al-
guna normativa que regule los servicios infor-
males? ¿Quién los controla? ¿Existe una estra-
tegia para incorporar los servicios informales al 
marco regulatorio?
…

• ¿La normativa establece condiciones para el 
acceso a los servicios sanitarios en las vivien-
das y en los edificios de uso comunitario?
…

• ¿Se establecen condiciones de accesibilidad 
a los servicios sanitarios para discapacitados, 
ancianos, embarazadas, enfermos y personas 
con necesidades especiales? 
…
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• ¿La normativa prevé la ubicación de los sanita-
rios dentro o fuera de la vivienda? 
…

• ¿La norma fija condiciones para los edificios 
comunitarios? ¿Y en general, fuera del hogar?
…

• ¿Se incluyen disposiciones particulares para 
atender las cuestiones de género ligadas a los 
servicios sanitarios y de higiene?
…

20% del cuestionario completado
 
2. Disponibilidad: las normas deben asegurar la 

disponibilidad de un mínimo de AP confiable y 
segura: según las recomendaciones de la OMS 
20 lt/hab/día es el mínimo indispensable en 
caso de escases; 50 lt/hab/día sería un nivel 
de provisión intermedio, con un bajo nivel de 
riesgo para la salud (siempre que se controle 
rigurosamente la ausencia de contaminación); 
y 100 lt/hab/día sería un nivel óptimo de pro-
visión, con un muy bajo nivel de riesgo para la 
salud. En casos de necesidades especiales se 
deberá proveer una cantidad adecuada.

En el caso de servicios continuos por red, de-
berán ser prestados sin interrupciones sig-
nificativas que perjudiquen a los usuarios o 
comprometan la calidad del AP o el medioam-
biente en caso de desbordes de AR.

PREGUNTAS

• ¿La normativa determina una cantidad mínima 
de AP diaria por habitante? ¿Prevé un servicio 
mínimo para casos especiales?
…

• ¿La normativa prevé un máximo en las inte-
rrupciones de servicio de AP? ¿Está estableci-
do un régimen de aviso a la población por in-
terrupciones  programadas? ¿El prestador está 
obligado a dar un servicio alternativo en caso 
de interrupciones prolongadas?
…

• ¿La normativa prevé la realización de manio-
bras o actividades especiales en caso de inte-
rrupción del servicio de recolección y/o trata-
miento de las AR?
…

30% del cuestionario completado

3. Calidad y seguridad: la regulación debe pre-
ver que el AP sea segura para la salud humana, 
libre de microorganismos patógenos, sustan-
cias químicas dañinas y de riesgos radiológi-
cos. Se sugiere la aplicación de las directivas 
de la OMS para el AP, adaptadas a las circuns-
tancias locales, y la aplicación de los Planes 
de Seguridad del Agua (PSA) de la OMS. Se 
debe advertir a la población cuando el AP no 
es segura y proveer las alertas y las medidas 
precautorias del caso.

Los servicios sanitarios deben prevenir el con-
tacto de humanos, animales e insectos con los 
desechos y deben proveer facilidades para el 
lavado de manos y partes del cuerpo afecta-
das, así como la disposición higiénica de los 
productos de higiene personal. Son de aplica-
ción los Planes de Saneamiento de la OMS. La 
normativa debe tener en cuenta en las necesi-
dades propias de la higiene menstrual de niñas 
y mujeres.

PREGUNTAS

• ¿Cuál es la normativa que se aplica para el con-
trol de la calidad del AP? ¿Está basada en las 
recomendaciones de la OMS?
…

• ¿Quién o qué institución tiene a su cargo el 
control de la calidad del AP? 
…

• ¿Se aplican los Planes de Seguridad de Agua?
…

• ¿El prestador tiene obligación de advertir a la 
población de fallas en la calidad del AP, reco-
mendando medidas precautorias?  
…

• ¿Existe normativa en cuanto al aislamiento y 
el tratamiento de los desechos humanos en 
las instalaciones sanitarias? ¿Quién controla su 
aplicación? 
…

• ¿Se aplican los Planes de Saneamiento de la 
OMS?
…

• ¿Existe normativa respecto a las condicio-
nes mínimas de higiene como el lavado de  
manos, la higiene femenina, de enfermos y  
discapacitados?
…
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• ¿La normativa establece los valores máximos 
aceptables en el manejo, el tratamiento y la 
disposición de las AR, sean éstas transportadas 
por redes o mediante servicios alternativos?
…

• ¿La normativa prevé la disposición especial de 
desechos patógenos?
…

40% del cuestionario completado
 
4. Aceptabilidad, privacidad y dignidad: el AP 

debe ser aceptable en color, olor y sabor, de 
acuerdo con la cultura local. La regulación 
debe prever que los sanitarios sean construi-
dos de modo de proteger la privacidad y la 
dignidad, permitiendo prácticas higiénicas  
específicas de cada cultura.

PREGUNTAS

• ¿La norma prevé las condiciones de color, olor 
y sabor del AP? ¿Quién ejerce el control de su 
cumplimiento?
…

• ¿Existe normativa relacionada con la protec-
ción de la privacidad en los sanitarios? ¿La nor-
mativa prevé las condiciones mínimas higiéni-
cas para servicios sanitarios públicos?
…

50% del cuestionario completado

5. Asequibilidad: la normativa debe prever que 
todos puedan gozar de los servicios de AP&S, 
sin que las tarifas comprometan la realización 
de los DHAS, ofreciendo soluciones adecuadas 
para los grupos más vulnerables. El regulador 
debe diseñar subsidios entre tipos de usuarios 
y tarifas sociales u otros instrumentos finan-
cieros, fiscales o de transacción. Los cargos de 
conexión a los servicios no deben impedir el 
acceso. La regulación debe prever también el 
proceso para la limitación de los servicios por 
incapacidad de pago de los hogares a un míni-
mo que permita un servicio básico.

PREGUNTAS

• ¿El régimen tarifario aplicable prevé el sub-
sidio entre tipos de usuarios? ¿Puede descri-
bir brevemente en qué consiste el sistema de  
subsidios?

…
• ¿El régimen tarifario prevé la aplicación de uno 

o más tipos de tarifas sociales para quienes no 
puedan pagar la tarifa plena? ¿Puede descri-
birlos brevemente?
…

• ¿Quién paga el costo de la conexión domici-
liaria de los servicios de AP y AR (cargos de 
conexión)? ¿Hay un régimen de financiación o 
de subsidio para el pago del cargo de conexión 
en el caso que deba abonarlo el usuario? ¿Se 
prevén pagos alternativos como prestaciones 
de mano de obra?
…

• ¿La normativa prevé la prohibición de la inte-
rrupción de los servicios en caso de incapaci-
dad de pago del usuario? ¿Cuál es el procedi-
miento para la restricción o la interrupción del 
servicio en caso de falta de pago?
…

• ¿Se implementan planes de pago especiales 
para los deudores morosos?
…

• ¿Se prevén mecanismos administrativos o ju-
diciales para que el usuario pueda reclamar si 
considera que se han vulnerado sus derechos? 
¿Hay algún régimen de compensación?
…

60% del cuestionario completado

 
CRITERIOS Y NORMAS DEL SISTEMA DE  
DERECHOS HUMANOS

6. Equitativo y no discriminatorio: el Marco Re-
gulatorio debe prever las medidas y acciones 
adecuadas que aseguren la realización progre-
siva de los DHAS en forma no discriminatoria, 
incorporando a los grupos en riesgo y mar-
ginalizados por cuestiones de raza, género, 
edad, discapacidad, étnica, cultura, religión, 
nacionalidad u origen social. Las medidas de-
ben incluir: a) priorización de la extensión de 
cobertura de AP&S en zonas urbanas dete-
rioradas y en áreas rurales; b) el servicio a los 
asentamientos urbanos, por encima de la pro-
piedad de la tierra y la vivienda; c) facilitar el 
acceso a los servicios de los más pobres.
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PREGUNTAS

• ¿El Marco Regulatorio incluye a los servicios ru-
rales o solo al área urbana? ¿En la zona urbana 
también incluye las urbanizaciones informales?
…

• ¿En caso de tener que expandir el servicio, 
existe alguna normativa que fije como priori-
dad las áreas más desfavorecidas?
…

• ¿Se avanza en la expansión las redes de AP y 
AR en asentamientos o en áreas donde la pro-
piedad de la tierra y los inmuebles no se en-
cuentra legalizada?
…

• ¿La normativa permite la utilización de técni-
cas alternativas (cañerías aéreas de AP; redes 
condominiales de AR; etc.) para el servicio a 
los más pobres en áreas no urbanizadas?
…

70% del cuestionario completado

 
7. Sostenibilidad: la regulación debe buscar la 

sostenibilidad económica, social y medioam-
biental de los sistemas de AP&S, para las gene-
raciones presentes y futuras, balanceando las 
inversiones en mantenimiento y en aumento de 
capacidad de la infraestructura (PMES). Debe 
además incluir la preparación y la resiliencia 
frente a situaciones de emergencia (PPE).

 
PREGUNTAS

• ¿La normativa prevé que los prestadores ela-
boren y presenten al regulador sus Planes de 
Mejora y Expansión del Servicio (PMES)? ¿Con 
qué periodicidad?
…

• ¿Los PMES son aprobados por el Regulador? 
¿El Regulador, cuando analiza el PMES, tiene 
en cuenta un adecuado balance entre la inver-
sión en activos existentes y en la expansión de 
los sistemas? ¿Cuáles son los criterios que se 
aplican?
…

• ¿Existe la obligación de que el prestador pre-
sente ante la autoridad competente los estu-
dios de impacto ambiental (y posiblemente de 
impacto social e impacto en la salud) de los 

PMES? ¿Los planes de gestión que salen de 
estas evaluaciones se dirigen también a las  
normas y principios de los DHAS?
…

• ¿Están los PMES, en particular los planes de 
expansión de la cobertura de los servicios, a 
disposición del público? 
…

• ¿Prevé la normativa la existencia de un Plan de 
Prevención y Emergencias (PPE) de modo que 
el prestador esté siempre en condiciones de 
continuar prestando los servicios, aún en situa-
ciones de emergencia? 
…

• ¿Con que frecuencia se revisa el PPE?
…

80% del cuestionario completado

 
8. Participación pública y acceso a la informa-

ción: la regulación debe permitir la activa par-
ticipación de los usuarios, como individuos o 
en grupos, en la toma de las decisiones cla-
ves, en particular en la fijación de las normas 
de servicio, que puedan afectar el goce de los 
DHAS, incluyendo las tarifas. Es importante 
asegurar la inclusión de todos los interesados. 
La transparencia y el acceso a la información 
son esenciales para una participación signifi-
cativa. La información debe ser objetiva, com-
prensible, clara y consistente, puesta a disposi-
ción para todos en diferentes formatos y en un 
lenguaje apropiado.

A su vez los reguladores deben recolectar, ana-
lizar y diseminar información precisa sobre el 
desempeño de todos los proveedores regula-
dos. Los reguladores deben establecer indica-
dores de desempeño y sus metas, que permi-
tan monitorear el avance en la implementación 
progresiva de todos los aspectos de los DHAS.

PREGUNTAS

• ¿Existen mecanismos que faciliten la participa-
ción de los usuarios y sus representantes en el 
establecimiento de las normas de los servicios 
y la fijación de las tarifas? ¿Puede describirlos 
brevemente?
…
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• ¿La normativa obliga al prestador a elaborar 
y publicar información de los servicios que 
presta a la población? ¿Cómo comunica la in-
formación? ¿A través de su página web? ¿Me-
diante informes periódicos? ¿Utilizando otros 
medios?
…

• ¿El regulador elabora un sistema periódico de 
indicadores de desempeño del prestador, lo 
analiza y lo publica para conocimiento de los 
usuarios y demás interesados?
…

• ¿El regulador elabora informes periódicos y los 
publica para conocimiento de los usuarios y 
demás interesados?
…

90% del cuestionario completado
 

9. Rendición de cuentas: las normas deben pre-
ver el monitoreo independiente del cumpli-
miento de los DHAS de los prestadores de 
los servicios de AP&S, asegurando a su vez el 
derecho de los usuarios de presentar sus re-
clamos cuando los DHAS se vean comprome-
tidos.

 
Los sistemas regulatorios deben prever un ré-
gimen apropiado y proporcional de sanciones 
a los prestadores que no cumplan con la nor-
mativa basada en los DHAS.

PREGUNTAS

• ¿La normativa prevé que el prestador tenga un 
sistema de recepción de reclamos de los usua-
rios por cuestiones de los servicios?
…

• ¿Existe una autoridad que medie entre el pres-
tador y el usuario en caso de conflicto?
…

• ¿La normativa prevé un régimen de sanciones 
al prestador que incumple con sus obligacio-
nes? ¿Cuál es el procedimiento para aplicar 
sanciones?
…

• ¿La normativa prevé eventuales acciones co-
rrectivas, resarcimientos o compensaciones a 
los usuarios damnificados? 
…

Nos sería de gran ayuda si, una vez completa-
do el cuestionario, quien lo haya hecho describa 
en unos pocos párrafos alguna experiencia que 
haya recogido en su experiencia regulatoria, que 
ilustre la aplicación de uno o más de los atributos 
del DHAS arriba analizados, de modo de ilustrar 
casos prácticos de su incorporación a las activi-
dades propias del Regulador. 

Por ejemplo modificación de la normativa exis-
tente o introducción de nuevas normas en línea 
con los DHAS; implementación de regímenes de 
subsidios o tarifa social, para facilitar la disponi-
bilidad del servicio a los más pobres; direcciona-
miento de inversiones para la extensión de los 
servicios en áreas no urbanizadas; etc.
 
Reciba finalmente nuestro mayor agradecimien-
to por haber completado este cuestionario�
 
Por cualquier duda o sugerencia, rogamos 
dirigirse a:

¡FELICITACIONES! 
UD� completó el cuestionario� 
LE ESTAMOS SUMAMENTE AGRADECIDOS�

Ing. Alejo Molinari
E-mail: alemol23@yahoo.com

mailto:alemol23%40yahoo.com?subject=
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